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INTRODUCCIÓN

La recurrencia a prácticas represivas, autoritarias e ilegales de las agencias de inteligencia 
forma parte de una trama con hondas raíces en la historia de nuestro país. Como es sabido 
y comprobado judicialmente, distintos organismos de inteligencia en la Argentina coadyuva-
ron en la construcción, persecución y asesinato de personas catalogadas bajo la lógica del 
“enemigo interno”, en el marco de un proceso represivo con severas consecuencias sobre 
el tejido social y la vigencia de los derechos humanos. 

Las prácticas represivas de las que han formado parte los organismos de inteligencia (ta-
les como la ex DIPPBA y aquellas agencias pertenecientes a las Fuerzas Armadas y otras 
Fuerzas de Seguridad) ha sido secuestros, torturas, infiltraciones, montajes de operativos, 
establecimiento de índices de peligrosidad y determinación de blancos de inteligencia in-
ternos, entre otras. Sus acciones fueron constitutivas de los crímenes del terrorismo de 
Estado. Todo ello en el marco de referencia hemisférico inaugurado por la denominada 
doctrina de seguridad nacional impulsada por la política exterior y militar norteamericana, y 
su correlato en los países latinoamericanos. 

Las prácticas arbitrarias e ilegales de las agencias de inteligencia y fuerzas de seguridad ac-
tuales se inscriben en cambios normativos y doctrinarios que se combinaron con profundos 
retrocesos de la mano de la denominada doctrina de las nuevas amenazas. En julio de 1995 
se realizó la primera reunión de ministros de defensa de las Américas en Virginia, EEUU, 
donde tomó cuerpo la aún vigente doctrina de la cooperación para la seguridad hemisférica 
(DCSH), por la cual EEUU se reserva para sí el mando general, las actividades formativas y 
de adiestramiento, y la supervisión, mientras las tareas prácticas son realizadas por las fuer-
zas armadas y de seguridad de cada uno de los países. Como analizan Korol y Longo (2009), 
en este marco se llevaron a cabo dos conferencias de la Organización de Estados America-
nos (OEA): por un lado, la Conferencia especializada interamericana sobre terrorismo (Lima, 
Perú, 1996), en cuya declaración y plan de acción se sintetizaron las principales orientaciones 
para las leyes antiterroristas que se debatían por entonces en los parlamentos de la región. 
Por otro lado, la Conferencia especializada de Mar del Plata, Argentina, en 1998.

Cuatro años después, en Barbados, la Asamblea de la OEA aprobó bajo la presión de Es-
tados Unidos, en tiempo record y casi sin discusión, la Convención interamericana contra 
el terrorismo1, que solamente se ocupa de acciones de individuos o grupos con un criterio 
ampliado de amenaza a la seguridad, y omite el tratamiento o siquiera la mención del terro-
rismo de Estado (Korol y Longo, 2009). En esa línea, en octubre de 2003 surgió el concepto 
de “nuevas amenazas” en la Declaración sobre seguridad en las Américas (OEA /Ser.K /
XXXVIII2) realizada en la ciudad de México. Esta que incluyó entre los nuevos peligros para 
la seguridad hemisférica a “la pobreza extrema y la exclusión social de amplios sectores de 

1  http://www.oas.org/xxxiiga/espanol/documentos/docs_esp/AGres1840_02.htm
2  http://www.oas.org/es/ssm/CE00339S03.pdf

http://www.oas.org/xxxiiga/espanol/documentos/docs_esp/AGres1840_02.htm
http://www.oas.org/es/ssm/CE00339S03.pdf
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la población” porque “vulnera la seguridad de los Estados”.

El 30 de marzo de 2005, el Congreso Nacional argentino ratificó, mediante las leyes 26.023 
y 26.024, la Convención de la OEA contra el terrorismo y el Convenio internacional de la 
ONU para la represión de la financiación del terrorismo (A/RES/54/1093), respectivamente. 
En 2011, la sanción de la ley antiterrorista 26.734 significó un salto en esta doctrina incorpo-
rando como agravante de todos los delitos del Código Penal su comisión con “la finalidad de 
aterrorizar a la población u obligar a las autoridades públicas nacionales, o gobiernos extran-
jeros, o agentes de una organización internacional a realizar un acto o abstenerse de hacerlo, 
la escala se incrementará en el doble del mínimo y el máximo” (art. 3 de la Ley 26.734).

La CPM y distintas organizaciones políticas, sociales y de derechos humanos4 han hecho notar 
que esta norma se enmarca en una doctrina jurídica regresiva, al crear delitos que no penan actos 
sino a sus autores y sus supuestas intenciones e ideas por el solo hecho de tratarse de activistas 
sociales o políticos. Si bien se agregó en el momento de la sanción una exceptuación con respec-
to a los hechos “que tuvieren lugar en ocasión del ejercicio de derechos humanos y/o sociales o 
de cualquier otro derecho constitucional” (ley 26.734, art. 3), sin duda esta ley amplió el criterio de 
amenaza a la seguridad y de identificación de posibles enemigos terroristas y asociados, habili-
tando la amplificación de las tareas intrusivas de los órganos de inteligencia en la sociedad.

La gestión de gobierno de la alianza Cambiemos profundizó aún más estos retrocesos, 
deteriorando severamente la clara delimitación entre seguridad exterior e interior e incor-
porando las denominadas nuevas técnicas de investigación. La administración del ex pre-
sidente Mauricio Macri posicionó la lucha contra el narcotráfico como una prioridad en su 
acción de gobierno. La cuestión narco, que remite y actualiza a un peligro imponderable 
(el flagelo), habilita una guerra difusa contra un enemigo nunca concreto e identificable (las 
drogas), pero que también se constituye en una maquina traductora del nuevo paradigma 
para sustentar, argumentar y comunicar toda clase de acciones de gobierno. La “guerra 
contra el crimen o contra las drogas” se libra como toda guerra sustrayéndose a la nece-
sidad de cualquier análisis para la evaluación de los daños que provoca; de ahí que una 
declaración de emergencia que se transmita en términos de combate o guerra se desinte-
rese lógicamente por incorporar una perspectiva de derechos humanos al abordaje5, donde 
el control o reducción de daños, la preocupación por las características o naturaleza de la 
demanda de estupefacientes y la prevención de la violencia asociada a las redes delictivas, 
pero también a la propia guerra declarada desde el Estado, estén ausentes. 

La profundización de la doctrina de las nuevas amenazas y el plan de acción a desplegar fue-
ron ampliamente discutidas por la ministra de Seguridad de la Nación, Patricia Bullrich, con 
los titulares de las agencias internacionales dedicadas a la problemática del narcotráfico, del 
crimen organizado y del terrorismo. La ministra Bullrich se reunió en febrero de 2016 con el 
titular de la Agencia Federal de Investigación (FBI), James Comey, de la Administración para 
el Control de Drogas (DEA), Chuck Rosenberg6, y con el secretario de Seguridad Nacional 
3  http://oas.org/juridico/spanish/tratados/sp_conve_inter_repre_finan_terro.pdf
4  La CPM rechaza la ley antiterrorista: http://blog.comisionporlamemoria.org/archivos/4127
5  Cfr. Drogas: una iniciativa para el debate; Documento de Convergencia; Disponible en: http://cuestiondrogasargentina.
blogspot.com.ar/?zx=1b68717916419c16
6  Ver gacetilla de prensa institucional: Renovado vínculo con Estado Unidos del Ministerio de Seguridad de la Nación de 
fecha 26/02/16; Disponible en: http://www.minseg.gob.ar/renovado-v%C3%ADnculo-con-estados-unidos

http://oas.org/juridico/spanish/tratados/sp_conve_inter_repre_finan_terro.pdf
http://blog.comisionporlamemoria.org/archivos/4127
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Jeh Johnson7; en marzo firmó un acuerdo de cooperación para combatir el crimen organizado 
y el terrorismo con el Departamento de Justicia y el Departamento de Seguridad Nacional de 
los Estados Unidos8; y en abril mantuvo reuniones en el marco de la sesión especial de la 
Asamblea General de las Naciones Unidas (UNGASS) organizada por la Comisión de Estu-
pefacientes (CND), con Yuri Fedetov, director ejecutivo de la Oficina de las Naciones Unidas 
contra la Droga y el Delito (UNODC) y Rose Gottemoeller, subsecretaria para el Control de ar-
mas y seguridad internacional del Departamento de Estado de Estados Unidos de América9.

En los años 80 y 90, esta concepción de quiénes deben ser los sujetos y colectivos sociales 
a vigilar continuó vigente en la vida democrática de nuestro país de modo tal que la protesta 
social, la participación política, social, gremial y de toda otra índole siguieron siendo visua-
lizadas por las agencias de inteligencia como objetos de control y seguimiento de parte 
del Estado. Los documentos de la DIPPBA son reveladores al respecto. Los mecanismos 
de espionaje que antes se habían cernido sobre las víctimas del terrorismo de Estado se 
abatieron en estos años sobre aquellas personas que denunciaron la responsabilidad de la 
policía en los crímenes, especialmente familiares de jóvenes víctimas como Walter Bulacio, 
Miguel Bru y Andrés Núñez, entre otros casos paradigmáticos10.

Las leyes que estructuraron la transición democrática (seguridad interior y defensa), así como 
la sanción de la ley nacional de inteligencia 25.520 y sus modificatorias, no lograron revertir 
los rasgos fundamentales de dicha concepción. La refuncionalización de los organismos de 
inteligencia y su utilización instrumental para el espionaje político por los distintos gobiernos 
democráticos han contribuido a la pervivencia de la ilegalidad y secretismo que estructuran la 
actividad de inteligencia en Argentina.

Como corolario de esta situación crítica, los últimos cuatro años de gestión de la alianza 
Cambiemos exacerbaron la utilización ilegal de los instrumentos de inteligencia estatal y la 
volcaron a influir de manera irregular sobre los poderes judiciales y la agenda mediática, en 
el marco de la construcción de enemigos públicos. Como se verá en el presente informe, 
ello ha tenido como consecuencia severas lesiones a derechos y garantías fundamentales 
y compromisos internacionales de derechos humanos, y ha impactado de manera directa 
en la vida democrática de las instituciones. 

Fue la propia la Agencia Federal de Inteligencia (AFI) -organismo superior del sistema de inteli-
gencia nacional– la que, de acuerdo a los hechos ilícitos investigados para el período 2016-2019, 
pergeñó, ideó y construyó una estructura para-estatal a los fines de realizar inteligencia política en 
favor del poder de turno. Esta estructura conformó una organización criminal de dimensiones aún 
7  Ver gacetilla de prensa institucional Reunión clave de seguridad entre Argentina y Estados Unidos del Ministerio de Se-
guridad de la Nación de fecha 26/02/16, disponible en: http://www.minseg.gob.ar/reuni%C3%B3n-clave-de-seguridad-en-
tre-argentina-y-estados-unidos
8  Ver gacetilla de prensa institucional Cooperación para prevenir y combatir el crimen del Ministerio de Seguridad de la 
Nación de fecha 24/03/16; disponible en: http://www.minseg.gob.ar/cooperaci%C3%B3n-para-prevenir-y-combatir-el-crimen
9  Ver gacetillas institucionales del Ministerio de Seguridad de la Nación tituladas Diálogo y cooperación bilateral con Esta-
dos Unidos de fecha 16/04/16 (enlace: http://www.minseg.gob.ar/di%C3%A1logo-y-cooperaci%C3%B3n-bilateral-con-es-
tados-unidos); Juntos para derrotar al narcotráfico de fecha 21/04/16 (enlace: http://www.minseg.gob.ar/juntos-para-derro-
tar-al-narcotr%C3%A1fico); Encuentros bilaterales para fortalecernos en la lucha contra el narcotráfico de fecha 21/04/16 
(enlace: http://www.minseg.gob.ar/encuentros-bilaterales-para-fortalecernos-en-la-lucha-contra-el-narcotr%C3%A1fico)
10  Ver en línea: https://www.comisionporlamemoria.org/investigacion/project/toma-de-tierras/; https://www.comisionpor-
lamemoria.org/investigacion/project/masacre-de-budge/ y https://www.comisionporlamemoria.org/investigacion/project/
inteligencia-y-violencia-institucional/

http://www.minseg.gob.ar/di%C3%A1logo-y-cooperaci%C3%B3n-bilateral-con-estados-unidos
http://www.minseg.gob.ar/di%C3%A1logo-y-cooperaci%C3%B3n-bilateral-con-estados-unidos
http://www.minseg.gob.ar/juntos-para-derrotar-al-narcotr%C3%A1fico
http://www.minseg.gob.ar/juntos-para-derrotar-al-narcotr%C3%A1fico
https://www.comisionporlamemoria.org/investigacion/project/toma-de-tierras/
https://www.comisionporlamemoria.org/investigacion/project/masacre-de-budge/
https://www.comisionporlamemoria.org/investigacion/project/masacre-de-budge/
https://www.comisionporlamemoria.org/investigacion/project/inteligencia-y-violencia-institucional/
https://www.comisionporlamemoria.org/investigacion/project/inteligencia-y-violencia-institucional/
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insospechadas, apoyada en un entramado muy complejo de poder que, de manera sistemática, 
organizada y sostenida en el tiempo, realizó numerosas actividades de inteligencia y espionaje 
ilegal en desmedro de los pilares del sistema democrático de gobierno y en franca controversia 
con lo que prevé nuestra Constitución y la ley nacional de inteligencia 25.520.

En ese sentido, la CPM entiende también que nos encontramos frente a múltiples hechos de 
corrupción cuya gravedad institucional no puede ser subestimada. De manera transversal, la 
corrupción atraviesa actos cotidianos junto a estructuras de corrupción sistémica o macro-co-
rrupción, que como ha ocurrido en este caso, llegan a niveles de complejas formas de cap-
tura del Estado, cooptación de estructuras estatales e incluso desviación de fondos públicos 
con fines delictivos. Como lo estipula la CIDH en su resolución 1/18 en cuanto a corrupción 
y derechos humanos, para evitar la propagación de este fenómeno en nuestro hemisferio es 
necesario fortalecer la independencia, imparcialidad, autonomía y capacidad de los sistemas 
de justicia, la transparencia acceso a la información y libertad de expresión, como así también 
robustecer las diferentes instituciones que componen a un estado democrático. 

La apertura de causas judiciales sobre hechos de inteligencia ilegal y espionaje político, 
así como el estado público del tema y la gravedad que suponen para la vida institucional 
de nuestro país, es una oportunidad decisiva para emprender serias e importantes modi-
ficaciones. Este contexto plantea desafíos para la institucionalización de nuevas prácticas 
que incorporen una perspectiva sostenida en los valores democráticos, el respeto de los 
derechos humanos y de las libertades fundamentales.

Las acciones de espionaje ilegal desplegadas por la AFI –en clara articulación con otros 
organismos estatales y fuerzas de seguridad- fueron montadas sobre el financiamiento 
opaco que representan los gastos reservados, que la actual gestión de gobierno nacional 
ha recortado sustancialmente. Mediante el acceso a este tipo de recursos no sujetos de 
rendición, la AFI adquirió recursos tecnológicos para la captación de comunicaciones, así 
como para la reunión y análisis de información de fuentes abiertas (OSINT). Con tales dis-
positivos tecnológicos interceptaron ilegalmente cientos de cuentas de correo electrónico, 
mayoritariamente de dirigentes políticos y sociales de la oposición.

Como veremos también, la provincia de Buenos Aires fue laboratorio de vigilancia política 
masiva por parte de la AFI. La agencia implementó un dispositivo de bases en La Matanza, 
Pilar, Ezeiza, San Martín, Morón y Quilmes –sumadas a las históricas La Plata, Mar del Pla-
ta y Bahía Blanca- coordinadas desde la Dirección de Reunión AMBA entre 2017 y 2018. 
Los jefes de dichas bases eran ex comisarios de la Policía de la Provincia de Buenos Aires, 
todos ellos ingresados a la fuerza durante la dictadura cívico militar, y algunos vinculados 
a bandas paraestatales de inteligencia ilegal ya investigadas por la justicia en el año 2019.

Asentadas en este plafón de recursos opacos y sin fiscalización efectiva, se produjo incluso 
el espionaje de personas privadas de libertad en estrecha complicidad de funcionarios del 
Ministerio de Justicia de la provincia de Buenos Aires y agentes de inteligencia del SPB. 
Misma situación fue revelada en el sistema federal, donde las entonces máximas autorida-
des del SPF se encuentran procesadas por estos hechos.
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1. EL DEVENIR DE LA POLÍTICA DE INTELIGENCIA 
EN ARGENTINA

La ley de inteligencia nacional 25.520 promulgada el 3 de diciembre de 2001 estableció 
por primera vez las bases normativas para la delimitación de las actividades de inteligencia 
en Argentina. Esta ley entiende como inteligencia nacional a la actividad consistente en la 
obtención, reunión, sistematización y análisis de la información específica referida a los 
hechos, amenazas, riesgos y conflictos que afecten la seguridad exterior e interior de la 
Nación. A su vez, establece que ningún organismo de inteligencia podrá 

…obtener información, producir inteligencia o almacenar datos sobre personas, por 
el solo hecho de su raza, fe religiosa, acciones privadas u opinión política, o de ad-
hesión o pertenencia a organizaciones partidarias, sociales, sindicales, comunitarias, 
cooperativas, asistenciales, culturales o laborales, así como por la actividad lícita que 
se desarrollen en cualquier esfera de acción (Art. 4 inc. 2). 

Como así tampoco 

…influir de cualquier modo en la situación institucional, política, militar, policial, social 
y económica del país, en su política exterior, en la vida interna de los partidos políticos 
legalmente constituidos, en la opinión pública, en personas, en medios de difusión o 
en asociaciones o agrupaciones legales de cualquier tipo (Art. 4 inc. 3).

El Sistema de Inteligencia Nacional es definido por la ley 25.520 como el “conjunto de re-
laciones funcionales de los organismos de inteligencia del Estado Nacional, dirigido por la 
Secretaría de Inteligencia a los efectos de contribuir a la toma de decisiones en materia de 
seguridad exterior e interior de la Nación”. El mismo está conformado actualmente por la 
Agencia Federal de Inteligencia (AFI, ex SIDE-), la Dirección Nacional de Inteligencia Cri-
minal (DINICRI) del Ministerio de Seguridad y la Dirección Nacional de Inteligencia Estraté-
gica Militar (DINIEM) del Ministerio de Defensa.

Además de los organismos estipulados por la ley 25.520, hay un conjunto de dependencias 
estatales que poseen facultades para desarrollar tareas de inteligencia y/o investigación cri-
minal que, en la mayoría de los casos, funcionan de manera autónoma y secreta, y las ins-
tancias de control aún resultan un desafío pendiente. De este modo, encontramos que las 
fuerzas de seguridad y cuerpo policiales federales, el Servicio Penitenciario Federal (SPF) 
y organismos como la Unidad de Información Financiera (UIF) cuentan en su estructura con 
áreas dedicadas a la reunión, sistematización, análisis y diseminación de la información de 
inteligencia.

Debemos destacar particularmente el caso de la Dirección de Asistencia Judicial en Delitos 
Complejos y Crimen Organizado del Poder Judicial de la Nación (DAJUDECO), a cargo de 
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la Corte Suprema de Justicia de la Nación (CSJN), con amplias facultades investigativas 
que exceden la captación e intervención de comunicaciones.

1.1. Reforma y creación de la AFI

La ley 27.126 de febrero de 2015 disolvió la Secretaría de Inteligencia y creó la AFI como 
organismo superior del Sistema de Inteligencia Nacional. Además, introdujo modificaciones 
a la ley 25.520, entre las que se destacaron: el traspaso de la captación e interceptación 
de las comunicaciones a la Procuración General de la Nación del Ministerio Público Fiscal, 
la restricción del uso de fondos reservados al cumplimiento de acciones específicas, la 
reducción del plazo para la desclasificación de información reservada de 25 a 15 años y 
la prohibición de que los agentes de inteligencia realicen actividades auxiliares de la Jus-
ticia. La limitación de las actividades desarrolladas por los agentes de inteligencia apuntó 
a restringir las tareas de la AFI a la inteligencia estatal, mientras que la inteligencia militar 
quedaría a cargo del Ministerio de Defensa y la inteligencia criminal a cargo del Ministerio 
de Seguridad.

En julio de 2015 se sancionó el decreto 1311/15 que aprobó la nueva doctrina de inteligen-
cia nacional y reglamentó el funcionamiento de la Agencia Federal de Inteligencia como 
órgano rector del Sistema de Inteligencia Nacional. Mediante este decreto, se aprobó la 
estructura orgánica y funcional del nuevo organismo y el régimen profesional del personal, 
se aprobó el régimen de administración de fondos de la AFI y se constituyó la comisión 
para la creación del Banco de protección de datos y archivos de inteligencia. Estas medidas 
apuntaron a elevar los estándares de publicidad, transparencia y rendición de cuentas en el 
manejo de fondos e información, así como el control por parte de la ciudadanía. No obstan-
te, el devenir de los hechos expuso la pervivencia de altos márgenes de discrecionalidad, 
secretismo y autonomía en las prácticas de inteligencia estatal, dejando en evidencia que 
las leyes estructurantes de la transición democrática (seguridad interior y defensa nacional) 
ni la sanción de la ley de inteligencia nacional lograron revertir totalmente algunas prácticas 
heredadas del periodo dictatorial. 

La falta de control y el uso irregular que durante los últimos años se hizo de los servicios 
estatales de inteligencia y su articulación con organizaciones paraestatales no pueden atri-
buirse únicamente a esa herencia autoritaria, sino que también hay que buscar sus raíces 
en la funcionalidad que ha reportado para las diferentes gestiones gubernamentales (Álva-
rez Ugarte, 2015). La re-funcionalización de las agencias de inteligencia y la utilidad que 
reportó para los distintos gobiernos desde la transición democrática hasta hoy son parte de 
la explicación de la pervivencia de la ilegalidad y secretismo que estructuran la actividad 
de inteligencia en Argentina. Es posible advertir algunas de las principales prácticas de las 
agencias de inteligencia en democracia con los siguientes rasgos: 

−  Estructuración en base a un vínculo de reciprocidad entre las gestiones de turno y 
las agencias de inteligencia. Esto permite inscribir a la inteligencia ilegal en el plano 
de la estatalidad y no solo bajo la hipótesis de lo paraestatal. 

−  Alta incidencia en la vida política e institucional argentina. 
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−  Fuerte vinculación con los poderes judiciales, tanto a nivel federal como provincial.

−  Intervención en base a acciones ilegales con alto impacto en la intimidad de las 
personas e instituciones. En particular destaca la inteligencia hacia referentes y 
organizaciones políticas, sociales, sindicales, religiosas y culturales. 

1.2. Contrarreforma

En diciembre de 2015, apenas iniciada la nueva gestión del presidente Mauricio Macri, se 
introdujeron modificaciones en la normativa de inteligencia que significaron importantes re-
trocesos en la materia. Principalmente las medidas adoptadas por el Ejecutivo nacional ten-
dieron a eliminar los mecanismos de transparencia en el manejo de los fondos reservados 
de la AFI, el sistema de escuchas e intervenciones de las comunicaciones y profundizaron 
el vínculo servicios de inteligencia–Poder Judicial. En definitiva, las diferentes decisiones 
de gobierno que tuvieron lugar durante el período de la gestión de la Alianza Cambiemos, 
construyeron el andamiaje normativo y funcional para un sistema de vigilancia masiva y 
persecución política sin precedentes. Algunas de estas medidas fueron: 

A través del DNU 656/16 publicado en mayo de 2016, entre otras medidas, se modificó el régi-
men de personal, se restableció el secreto para la administración de fondos reservados y se di-
solvieron controles operativos que, hasta el momento, debían monitorearse a través de la Comi-
sión Bicameral de Fiscalización de Organismos y Actividades de Inteligencia (CBI). El estatuto 
para el personal de la Agencia Federal de Inteligencia, aprobado mediante este decreto, derogó 
la estructura orgánica y funcional y el régimen profesional fijados por los decretos 1311/15 y 
2415/15, estableciendo que la totalidad del personal de la Agencia sería considerado “personal 
de inteligencia” y sería protegida su identidad más allá de la tarea desempeñada. A su vez, el 
decreto 256/15 introdujo modificaciones en el régimen de administración de fondos disolviendo 
la distinción entre fondos públicos y reservados. Esta medida, que tuvo un fuerte impacto en la 
transparencia y la posibilidad de control de los fondos destinados a la actividad de inteligencia, 
fue acompañada por un aumento sostenido del presupuesto entre 2016 y 2019: ascendió en 
2019 a 7.798 millones de pesos y fue ejecutado casi en su totalidad (99,2%).
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Gráfico 1. Presupuesto anual y presupuesto ejecutado de la AFI (en millones de pesos), 
2016-2019

Fuente: elaboración propia en base al presupuesto abierto.

En cuanto al sistema de escuchas, mediante el DNU 256/2015, el presidente Mauricio Macri 
dispuso el traspaso de la DICOM a la órbita de la Corte Suprema de Justicia de la Nación 
(CSJN) sin el debido tratamiento parlamentario ni la acreditación de razones de necesidad 
y urgencia. Mediante la acordada 2/16, la CSJN absorbió las tareas de la ex DICOM y creó 
la Dirección de Captación de Comunicaciones del Poder Judicial de la Nación que operaría 
con autonomía de gestión y sería financiada con fondos propios. La acordada 30/2016 creó 
la Dirección de Asistencia Judicial en Delitos Complejos y Crimen Organizado del Poder 
Judicial de la Nación (DAJUDECO), estableciendo que dentro de la misma funcionaría la 
Oficina de Captación de Comunicaciones. Las consecutivas modificaciones realizadas por 
la CSJN derivaron en una ampliación desmesurada de las atribuciones de la DAJUDECO, 
que incluyeron facultades para la investigación criminal, convenios con la AFI y la Policía 
Federal, así como el acceso a bases de datos de la UIF, la AFIP y el Ministerio de Justicia 
y Derechos Humanos de la Nación.

Otra modificación sustancial fue la reforma del Código Penal mediante la ley 27.304 que 
profundizó aun más estos retrocesos, deteriorando severamente la clara delimitación entre 
seguridad exterior e interior e incorporando las denominadas “nuevas técnicas de investiga-
ción”. La ley 27.304 amplió las facultades del Estado para vigilar a las personas en el mar-
co de una investigación judicial e introdujo figuras legales -imputado colaborador, agente 
encubierto, agente revelador e informante- que afectaron significativamente el devenir de 
determinados procesos judiciales, y funcionaron como plafón jurídico para la extorsión y el 
direccionamiento de testimonios en causas por corrupción.
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1.3. Un nuevo “nunca más”: lineamientos del gobierno de Alberto Fernández

El presidente Alberto Fernández, electo en 2019, propuso como unos de los puntos prin-
cipales de su agenda de gobierno la necesidad del saneamiento y reestructuración del 
sistema de inteligencia. En su discurso de asunción sentó las bases para una nueva rees-
tructuración del sistema nacional de inteligencia e información estratégica del Estado, que 
prometió expresar un “nunca más” al secretismo. En esa dirección anunció la decisión de 
intervenir la AFI y derogar el decreto 656/2016 que consagró el secreto para el empleo de 
los fondos reservados por parte de los agentes de inteligencia del Estado. En relación a 
los fondos reservados que el presupuesto nacional prevé para las fuerzas armadas y de 
seguridad afirmó que serían mantenidos como tales únicamente en caso de necesidades 
indispensables de defensa y bajo estricto control parlamentario.

La medida de intervención de la AFI se oficializó el 20 de diciembre de 2019 a través del DNU 
52/2019 y fue prorrogada mediante el DNU 540/2020 en junio de 2020. En dichas resolucio-
nes se deja constancia que la intervención tiene como propósito disponer las modificaciones 
necesarias para consolidar un paradigma de inteligencia que permita “rendir cuentas ante la 
sociedad y exponer los principios de publicidad, transparencia y eficiencia como bases de la 
reformulación que se requiere”. 

La intervención fue complementada con el DNU 214 del 4 de marzo de 2020, que prohíbe 
a los organismos de inteligencia participar como auxiliares de la justicia en investigaciones 
criminales, y establece que en ningún caso se encuentran habilitadas para ejercer faculta-
des represivas o compulsivas ni pueden cumplir funciones policiales. Esta medida apunta 
a avanzar sobre el modo de interacción con el sistema de administración de justicia, una 
de los principales desafíos para la institucionalización de nuevas prácticas en materia de 
inteligencia estatal. 

El vínculo entre la justicia y las agencias de inteligencia se ha cristalizado en filtración de 
escuchas para operaciones político-mediáticas, la convalidación judicial de tareas de inteli-
gencia sin fundamentos reales que se utilizaron para el espionaje político –tal como investiga 
la justicia federal de Lomas de Zamora-, la utilización irregular de IPP en la justicia provincial 
en articulación con agentes de inteligencia, entre tantos ejemplos que grafican este nexo es-
trecho para acciones arbitrarias e ilegales.

La autoridad interventora, a cargo de Cristina Caamaño, avanzó en la implementación y forta-
lecimiento de los mecanismos de transparencia en el manejo de los recursos, reduciendo las 
partidas reservadas y generando un programa de rendición de cuentas11. A su vez, avanzó en 
la convocatoria a un consejo consultivo para la discusión y redacción de un proyecto para la 
reforma de la ley de inteligencia.

También la Agencia procedió a realizar una serie de denuncias judiciales vinculadas al 
hallazgo de documentación que acredita la participación de agentes de inteligencia en se-
guimientos ilegales, espionaje político e intervención en la justicia durante la gestión del 
director general y la subdirectora de la AFI, Gustavo Arribas y Silvia Majdalani. En esta mis-
ma dirección, la interventora remitió la documentación, informes y dispositivos requeridos 
11  En materia de transparencia y rendición de cuentas, ha sido un claro avance la publicidad del presupuesto de la agen-
cia en la web https://www.presupuestoabierto.gob.ar/

https://www.presupuestoabierto.gob.ar/
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por los tribunales donde son tramitadas las causas que investigan el accionar irregular de 
autoridades y agentes del organismo.

En este marco, la CPM entregó a la intervención de la AFI un informe de diagnóstico y re-
comendaciones para el sistema de inteligencia, realizado a partir de las intervenciones del 
organismo en casos y denuncias. A través de dicho documento, la CPM puso a disposición un 
análisis que plantea los desafíos actuales para una institucionalización de las actividades de 
inteligencia estatal desde una perspectiva respetuosa de los derechos humanos. Asimismo, 
referimos a la necesidad de establecer un marco regulatorio de las tareas de inteligencia que 
legisle específicamente la actividad de investigación e inteligencia criminal a nivel federal, 
instando a los gobiernos provinciales a adherir y a legislar la actividad en sus jurisdicciones.

Uno de los ejes fundamentales a la hora de establecer un contralor efectivo de las agen-
cias y tareas de inteligencia es el control parlamentario establecido en la propia norma en 
la materia. Los numerosos casos de inteligencia ilegal que tomaron estado público durante 
los últimos años, tanto a nivel federal como provincial, develaron una trama de actividades 
ilegales que permaneció por fuera de cualquier control institucional. Resulta también evi-
dente la necesidad de que la próxima legislación en materia de inteligencia disponga un 
mecanismo parlamentario robusto y perdurable de control y fiscalización que haga frente 
a los desafíos actuales. Entre estos podemos mencionar la fiscalización eficaz de la ad-
ministración de fondos reservados, el contralor de la interceptación de comunicaciones, el 
control de adquisiciones de dispositivos tecnológicos para la vigilancia electrónica y digital 
y sus proveedores, la revisión profunda de los acuerdos de intercambio de información de 
inteligencia con otros países y el rol de las fuerzas provinciales como parte del subsistema 
de investigación e inteligencia criminal, entre otros grandes desafíos.

Un paso importante para el control efectivo de los órganos del sistema de inteligencia ha 
sido la derogación del decreto 656/2016, indispensable para el acceso a información sen-
sible de las acciones, operaciones y gastos de la agencia. No obstante ello, es necesario 
establecer nuevas reglas y normas de carácter público que fijen el alcance del secreto, 
así como mecanismos efectivos para la desclasificación de información. El secretismo y la 
discrecionalidad sobre el accionar de inteligencia y la asignación de fondos para tal fin, ha 
favorecido la proliferación del espionaje político, el mercado ilegal de información, la apa-
rición de pruebas judiciales endebles, fabricación de causas, entre otro tipo de maniobras.

Actualmente, el presidente de la Comisión bicameral de fiscalización de organismos y ac-
tividades de inteligencia, el diputado Leopoldo Moreau, ha promovido una serie de accio-
nes tendientes a revertir este cuadro. Entre otras acciones, se han tomado declaraciones 
a los agentes imputados en las causas instruidas por la justicia federal y se ha realizado 
un exhaustivo escrutinio del funcionamiento de la DAJuDeCO del Poder Judicial de la Na-
ción, en virtud del convenio suscripto con la CSJN. Ello a fin de “determinar estándares de 
transparencia e imparcialidad en materia de los procesos vinculados a la interceptación de 
las comunicaciones”. El dictamen resultante de la investigación realizada concluyó que la 
DAJuDeCO no funcionó como una instancia de mero apoyo administrativo a requerimiento 
de los magistrados, sino que se constituyó como una herramienta a disposición del máximo 
Tribunal para supervisar la persecución penal del poder jurisdiccional. 
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2. LA SITUACIÓN EN LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES

A este esquema de organismos nacionales y provinciales debe incorporarse la situación de 
las áreas de investigaciones e inteligencia criminal de la Policía de la Provincia de Buenos 
Aires, el Servicio Penitenciario Bonaerense (SPB)12 e incluso el Ministerio Público Fiscal de 
la Provincia en sus facultades de investigación criminal13. 

En el caso de las intervenciones telefónicas y de todas aquellas actividades de investigación 
y/o inteligencia criminal, al igual que en la esfera nacional, los organismos provinciales de-
ben respetar claras exigencias de legitimidad constitucional. Aparte de la consabida protec-
ción al amparo de los arts. 18 y 19 de la Constitución nacional y los pactos y convenciones 
de DDHH14 de igual jerarquía, la carta magna provincial, contiene una expresa previsión al 
respecto (art. 12)15. Este marco normativo impone al Poder Judicial la obligación de fundar 
una autorización estatal para la intromisión en ese núcleo de derechos. Al respecto, el Códi-
go de Procedimiento Penal provincial impone en el art. 229 cuatro requisitos que posibilitan 
la intervención de las comunicaciones telefónicas: que el pedido provenga del agente fiscal; 
que existan motivos que lo justifiquen; que la orden emane mediante auto fundado y que la 
intervención sea dirigida a las comunicaciones de las que se vale el imputado.

No obstante dichos controles de legalidad, han sido acreditados por la justicia múltiples casos 
en los que tales obligaciones y garantías han sido palmariamente vulneradas: el caso del fiscal 
de Mercedes Juan Bidone en el marco de la causa “D’Alessio”, el seguimiento e infiltración en 
grupos de familiares de víctimas de la masacre de Monte por parte de personal policial, el mon-
taje de un aparato de escucha y vigilancia ilegal de personas privadas de libertad en la alcaidía 
de Melchor Romero y la participación de personal policial bonaerense retirado en las bases 
AMBA, son ejemplos elocuentes al respecto.

Si bien como señaláramos, se encuentra previsto el control judicial para las actividades de 
investigación e inteligencia criminal en el ámbito provincial, no existe contralor ni fiscaliza-
ción parlamentaria efectiva de sus actividades ni ley específica que las regule. Para este fin 

12  El área de inteligencia del Servicio Penitenciario Bonaerense fue disuelta mediante el decreto 1024/2020, firmado por 
el Gobernador de la Provincia de Buenos Aires Axel Kicillof, el 20 de noviembre de 2020.
13  Existen diversas denuncias e investigaciones judiciales sobre el accionar discrecional y arbitrario de los representantes 
del MPF de la Provincia de Buenos Aires, en el marco de las Investigaciones Penales Preparatorias (IPP). Tal es el caso del 
auto de procesamiento recaído sobre el Fiscal del Departamento Judicial Mercedes, Juan Bidone (en el expediente 88/19 
Causa D’Alessio) y el desempeño del Fiscal General Adjunto del Departamento Lomas de Zamora, Sebastián Scalera.
14  Como derechos que conforman el núcleo de desarrollo del ámbito personal, se encuentra consagrado el derecho a la 
protección de la ley frente a injerencias arbitrarias en su vida privada, su familia, su correspondencia, su honra, su repu-
tación (arts. 5, 9 y 10 Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre; art.12 de la Declaración Universal 
de Derechos Humanos; art. 11.2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos; art. 17.1 del Pacto Internacional 
de derechos Civiles y Políticos); del mismo modo que posee cobertura la intimidad personal y su integridad física (art. 5.1 
Convención Americana sobre Derechos Humanos).
15  Art. 12 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires: “Todas las personas en la Provincia gozan, entre otros, de 
los siguientes derechos...3. Al respeto a la dignidad, al honor..5. A la inviolabilidad de los documentos privados y cualquier 
otra forma de comunicación personal. La ley establecerá los casos de excepción en que por resolución judicial fundada 
podrá procederse al examen, interferencia o interceptación de los mismos o de la correspondencia epistolar”.
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fue creada la Comisión bicameral de seguimiento y fiscalización de las políticas de preven-
ción del delito, seguridad, criminalística, criminología e inteligencia, mediante ley 12.068. 
No obstante ello, se encuentra paralizada.

2.1. Inteligencia penitenciaria

Según registros del Fondo Documental de la ex DIPPBA, la División Inteligencia del enton-
ces Servicio Correccional de la Provincia de Buenos Aires fue creada a principios del año 
197516. Desde sus inicios, formó parte de la comunidad informativa y se incorporó plena-
mente al esquema represivo del terrorismo de Estado. Dicha estructura de inteligencia si-
guió activa hasta hace pocos meses cuando -como veremos- fue disuelta por el gobernador 
Axel Kicillof. 

Más recientemente, el decreto 3392/09 del 30 de diciembre de 2009 aprobó la estructura 
orgánica funcional del SPB, organismo dependiente, en aquel momento, de la Subsecre-
taría de Política Criminal del Ministerio de Justicia. Allí se establece que la Jefatura de la 
Dirección de Secretaría de Inteligencia del SPB, realizará las siguientes acciones: 

1.) Recabar información interna e institucional a fin de verificar el cumplimiento de las 
pautas legales de administración de la Institución, con el objeto de iniciar las acciones 
administrativas y/o judiciales correspondientes en caso de violación de las mismas y 
por quienes tengan facultad de promoverlas. 2) Recabar información dentro del ám-
bito del Servicio Penitenciario Bonaerense que coadyuve, en materia de seguridad 
pública, a la prevención y detención del delito, la cual será canalizada a través de la 
Subsecretaría de Política Criminal. 3) Recabar información tendiente a prevenir con-
flictos internos en las Unidades Penitenciarias. 4) Comunicar y elevar a la Jefatura del 
Servicio Penitenciario Bonaerense y a la Subsecretaría de Política Criminal toda la 
información recolectada, en el ámbito de su competencia.

El Decreto 913/2015 del 17 de septiembre de 2015, que modifica el art. 5 del anterior decre-
to 3392/09, dispuso el contralor directo de varias Direcciones y establece que el Ministerio 
de Justicia, a través de la Subsecretaría de Política Criminal, “podrá ejercer intervención en 
forma directa sobre la Dirección de Secretaría de Inteligencia”17. 

Asumido el gobierno de Cambiemos en la provincia de Buenos Aires, el decreto 1577/2016 
del 25 de noviembre de 2016 aprobó una nueva estructura orgánica del Ministerio de Jus-
ticia provincial, a cargo entonces de Carlos Alberto Mahiques (Dec. 10/2015). Se dispuso 
la creación de la Dirección Provincial de Análisis de Información Penitenciaria, dentro del 

16  Esta información fue remitida al Tribunal Oral Federal Nº 1 de La Plata, en el marco de los autos 3389/12, juicio que 
ventiló los crímenes de lesa humanidad sucedidos en el centro clandestino de detención La Cacha. Este CCD funcionó 
en las instalaciones de la antigua antena transmisora de la Radio Provincia de Buenos Aires, lindera a las unidades 
penitenciarias 1 y 8 de Lisandro Olmos. Como parte de esta estructura criminal, fue condenado Isaac Crespín Miranda, 
responsable del área de inteligencia del Servicio Correccional de la Pcia de Buenos Aires.
17  Según la guía protocolar del SPB de marzo del 2020, las autoridades de la Dirección de Secretaría de Inteligencia del 
SPB, fueron: Director: Insp. Gral. (EG) Pablo B. CORREA; Subdirector: Insp. Myr. (EG) Armando R. Gaillard; Departamen-
to Reunión de Información, jefe: Subpref. (EG) Daniel A. Córdoba; Departamento Análisis y Evaluación; jefe: Subpref. (EP) 
Guillermo M. López; Departamento Administrativo; jefe: Subpref. (EG) Martín J. SALGUERO.
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ámbito de la Subsecretaría de Política Penitenciaria, a cargo de Juan José Baric (Dec. 
3/2016)18: 

Producir informes estratégicos y tácticos sobre la situación de la población de las 
Unidades Penitenciarias del Servicio Penitenciario Bonaerense (…) Coordinar y es-
tablecer los lineamientos operativos con la Dirección de Secretaría de Inteligen-
cia del Servicio Penitenciario Bonaerense a los efectos de recabar información 
dentro de su ámbito, actuando directamente en aquellos casos de relevancia institu-
cional que coadyuven en materia de seguridad pública a la prevención y detención del 
delito (…) Obtener información tendiente a prevenir conflictos internos de trascenden-
cia institucional en las Unidades Penitenciarias (el resaltado nos pertenece).

Ahora bien, dentro de la dirección provincial antes mencionada funcionó la Dirección de 
Coordinación que tuvo entre sus funciones: 

1) Impulsar las actividades de reunión de información para satisfacer los reque-
rimientos que comprenderán las necesidades informativas, establecidas por la di-
rección de la actividad de reunión en los Elementos Esenciales de Inteligencia y Otros 
Requerimientos de Inteligencia (E.E.I. y O.R.I.). 2) Establecer los requerimientos per-
manentes y dinámicos a las delegaciones del Servicio Penitenciario Bonaerense y a 
la Dirección de Secretaría de Inteligencia del Servicio Penitenciario Bonaerense. 3) 
Reunir, clasificar y mantener actualizada la información de inteligencia, según 
su pertinencia, en el soporte que resulte adecuado. 4) Clasificar, valorizar y selec-
cionar los medios de reunión de información y fuentes de información. 5) Llevar 
el registro del servicio confidencial, administrando los medios necesarios para 
preservar la identidad de los mismos. 6) Remitir la totalidad de la información reu-
nida a la Dirección de Análisis e Investigación. (El resaltado nos pertenece).

Como puede observarse, estas áreas controlaron las actividades de inteligencia penitenciaria 
desde la administración ministerial. Ello es, las tareas de reunión de información, para lo que 
motorizaron requerimientos a las delegaciones del SPB y a la Dirección de la Secretaría de 
Inteligencia del SPB. Asimismo, se refiere al acopio de información de inteligencia de la pobla-
ción penitenciaria, sin especificar el tipo de información, finalidad, o incluso bajo qué límites 
legales. En tal sentido sólo se aclara que se hará a los fines de “satisfacer los requerimientos 
que comprenderán las necesidades informativas”. En ningún caso se hace referencia a que 
dichas tareas debían ser realizadas bajo control y jurisdicción de un juez o fiscal.

Es dable destacar, a su vez, el art. 5 que hace referencia a llevar el registro del “servicio 
confidencial”, administrando los medios para “preservar la identidad de los mismos”. En 
la vieja doctrina de inteligencia (que, por ejemplo, encontramos en DIPPBA legajo Doctri-
na 287), se establecía que el servicio confidencial comprende, principalmente, los medios 
vivos de reunión de información, es decir, los informantes (incidentales, reclutados, entre 

18  El 01/12/2018, Juan José Baric presentó su renuncia, siendo reemplazado en su cargo por Carlos Matías Quiero Silva 
(Dec. 1710/2018).
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otros). En este sentido, tal situación se refuerza con la facultad de “preservar la identidad 
de los mismos” refiriendo, sin dudas, a informantes dentro y fuera de los establecimientos 
penales u/o otros medios de reunión.

Dentro de la órbita de la Dirección Provincial de Análisis de Información Penitenciaria tam-
bién se encontraba la Dirección de Análisis e Investigación que, como su nombre y objeti-
vos indican, poseía funciones de análisis de información entre las que se destacan:

2) Preparar, proyectar y proponer los distintos medios de difusión de inteligencia, 
como asimismo comunicar en forma parcializada o generalizada la producción de inte-
ligencia a través de Informe Urgente (inteligencia que se considere pueda ser usada en 
forma inmediata por parte de los destinatarios - e informes periódicos- compilación de 
informes generados en un lapso ya sea semana o mes); 3) Procurar la elevación al 
Órgano de Dirección del producto del análisis que deberá satisfacer los requisitos 
de oportunidad para que llegue a tiempo a quien le interese y de seguridad para 
evitar que tomen conocimiento personas o grupos que puedan hacer uso inde-
bido de la misma. Es de fundamental importancia para que aquellas no pierdan valor, 
manejando en estas circunstancias de apremio los canales técnicos de ser necesario 
y pertinente por sobre los canales de mando, informándose posteriormente al canal de 
mando; (…) 5) Coordinar con el Servicio Penitenciario Bonaerense actividades 
abiertas y encubiertas de campo destinadas a la aplicación de un sistema que siste-
matice la acción de los distintos procedimientos tendientes a lograr la seguridad en el 
mencionado Servicio; 6) Confeccionar dossiers propios de los elementos investigados, 
restringidos ellos a la inteligencia del Director Provincial y del Subsecretario de Política 
Penitenciaria.

Se estableció que la información es recibida desde la Dirección de Coordinación, para 
su procesamiento, análisis y producción de informes y dossier. Se destacan los mecanis-
mos ante “circunstancias de apremio”, en los que la información deba llegar rápidamente a 
“quien le interese”, utilizando canales técnicos en detrimento de los canales de mando, que 
serán informados posteriormente. Asimismo, debemos destacar las facultades para coordi-
nar con el SPB actividades abiertas y encubiertas de campo. Tal circunstancia podría referir 
a atribuciones operacionales dentro o fuera de los establecimientos penales.

El 5 de marzo de 2018, la gobernadora Vidal aprobó la estructura orgánica funcional del Mi-
nisterio de Justicia de la provincia de Buenos Aires (DECTO-2018-170-GDEBA-GPBA). En 
este nuevo esquema, se elimina la Dirección Provincial de Análisis de Información Peniten-
ciaria y se centraliza todo en el área de inteligencia ministerial en la Dirección Provincial de 
Política Penitenciaria, de la Subsecretaría de Política Penitenciaria. Según el art. 11, esta 
Dirección Provincial tenía las siguientes facultades en relación a la actividad de inteligencia:

Coordinar y establecer los lineamientos operativos con la Dirección de Secretaría de Inte-
ligencia del Servicio Penitenciario Bonaerense a los efectos de recabar información dentro 
de su ámbito, actuando directamente en aquellos casos de relevancia institucional que 
coadyuven en materia de seguridad pública a la prevención y detención del delito.
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Las direcciones de Coordinación y de Análisis e Investigación continuarían funcionando 
bajo los mismos objetivos y atribuciones que en el decreto del año 2016. 

Con el nuevo gobierno, el decreto DECRE-2020-37-GDEBA-GPBA del 27 de enero de 2020 
–en el que se aprueba la estructura orgánica funcional del Ministerio de Justicia y Derechos 
Humanos provincial- se introducen algunas modificaciones. Se elimina de la estructura or-
gánica ministerial las atribuciones en materia de inteligencia correspondientes al subse-
cretario de Política Penitenciaria, al director provincial de Política Penitenciaria y las antes 
mencionadas direcciones de Coordinación (reunión de información) y Análisis. Asimismo, 
el gobernador Axel Kicillof suprimió la Dirección de Secretaría de Inteligencia del SPB por 
decreto 1024/2020, del 20 de noviembre de 2020.

Resulta evidente que durante el periodo 2016-2019 existió una clara voluntad del ejecutivo 
de la Provincia de Buenos Aires de jerarquizar el área de inteligencia en la órbita del sistema 
penitenciario provincial, quizás a la luz del amplio aparato de reunión y análisis de inteligen-
cia penitenciaria existente en el SPF. Esto implicó no sólo el funcionamiento de la histórica 
Dirección de Inteligencia del SPB sino la conformación de una estructura de inteligencia pe-
nitenciaria dentro de la orgánica ministerial de la cartera de justicia provincial. Las funciones 
que fueron descriptas contemplan todos los pasos del ciclo de inteligencia: planificación y 
dirección, reunión de información, procesamiento, análisis y diseminación. En dicho contexto, 
resulta llamativa la falta de referencia en la normativa precitada a las previsiones, regulacio-
nes y prohibiciones de la ley nacional de inteligencia 25.520, más aun si recordamos que no 
existe legislación provincial que regule las tareas de inteligencia criminal a nivel provincial. 
Tampoco puede verificarse la previsión de que las actividades de inteligencia penitenciaria se 
hubieran desarrollado bajo algún tipo de control judicial y/o requerimiento jurisdiccional. 

Esta voluntad política de la gestión Cambiemos de engrosar funcional y financieramente 
las áreas de inteligencia tuvo como consecuencia inevitable el incremento sustancial de 
prácticas de espionaje ilegal, actualmente investigadas por la justicia. Por ello, no resulta 
extraño –como desarrollaremos en los apartados siguientes- que se hayan realizado ta-
reas de inteligencia ilegal dentro de establecimientos penitenciarios bonaerenses, como 
el cableado o implantación de micrófonos y cámaras subrepticias sucedido en la Alcaidía 
Departamental 3 de Melchor Romero. Todo instrumentado por la propia gestión del Minis-
terio de Justicia provincial y del entonces subsecretario de Políticas Penitenciarias, junto a 
agentes de inteligencia del SPB, en el marco de una coordinación ilegal con las máximas 
autoridades de la AFI y el SPF.

2.2. Policía bonaerense: la etapa post-DIPPBA

Los casos de inteligencia ilegal investigados por la justicia federal de Dolores han establecido, 
en principio, la participación de personal retirado de la Policía de la Provincia de Buenos Aires 
(PPBA) en casos de inteligencia ilegal desplegadas en las denominadas Bases AMBA de la AFI. 

También la CPM ha denunciado ante la justicia provincial y federal, la realización de ta-
reas de inteligencia ilegal, seguimientos, infiltración y hostigamiento por parte de personal 
policial de la PPBA en perjuicio de los familiares, amigos, compañeros y compañeras de 
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las víctimas de la masacre de Monte. Este hecho sucedido la madrugada del 21 de mayo 
de 2019, que causó la muerte de Gonzalo Domínguez, Camila López, Danilo Sansone y 
el conductor, Aníbal Suárez, y heridas de gravedad a Rocío Guagliarello, fue el resultado 
de una persecución policial contra estos jóvenes, menores de edad en su mayoría. Por los 
hechos resultaron apresados más de diez efectivos policiales y el secretario de Seguridad 
de San Miguel del Monte. 

Tales circunstancias no parecen haber sido aisladas por parte de la PPBA. En la causa FMP 
8580/2020 –como desarrollaremos en los apartados siguientes-, se ha establecido también 
la persecución y producción ilegal de inteligencia sobre los familiares de Agustín Curbelo 
y Nazareno Vargas, dos jóvenes víctimas de violencia policial y gatillo fácil en Merlo. Su 
seguimiento fue ordenado por la base de la AFI instalada en Morón, a cargo entonces de 
la comisario inspectora retirada de la PPBA Alicia Susana Nocquet, ingresada a la fuerza 
en el área de investigaciones durante la dictadura cívico-militar, y cuyo último destino fue la 
Jefatura Departamental de Morón desde 2006.

También se registran investigaciones en la justicia de la provincia de Buenos Aires en re-
lación al funcionamiento irregular y posibles tareas de inteligencia ilegal en el ámbito del 
Ministerio de Seguridad provincial. 

Curiosamente, la única causa judicial que en algunos medios de comunicación se presentó 
como espionaje ilegal fue dirigida contra el ex auditor general de Asuntos Internos, Gui-
llermo Berra, y María Rosario Sardiña, en ese momento auditora Sumarial Especializada 
en Investigaciones Patrimoniales. La investigación tramitó mediante la IPP Nro. PP-06-00-
037307- 19/00 iniciada por los delitos de “abuso de autoridad, incumplimiento de los debe-
res de funcionario público y peculado”, interviniendo la fiscal Cecilia Corfiel y el juez Guiller-
mo Atencio. La causa surgió a raíz de una denuncia presentada por Néstor Omar Martín19, 
ex jefe de la Superintendencia de Coordinación Operativa de la policía bonaerense, quien 
se encontraba investigado por la AGAI por irregularidades en su declaración jurada, en la 
que constaba que poseía siete propiedades, dos millones de pesos y un helicóptero ex-
perimental de 400.000 pesos, lo que no podría haber adquirido con su sueldo mensual de 
48.000 pesos. Se investiga el exceso de atribuciones en materia investigativa por parte de 
la AGAI, al haber ordenado tareas de inteligencia sobre los domicilios del denunciante, así 
como también el supuesto uso sin justificación del sistema de información comercial NO-
SIS, contratado por el Ministerio de Seguridad. 

La fiscal Cecilia Corfiel, a cargo de la investigación, continuó interviniendo pese a que Berra 
la recusó por ser la esposa de un comisario justamente investigado por la Auditoría cuando 
era su titular20. Berra se enfrentó21 en el último tramo de la gestión con el ministro Ritondo, 
quien pretendía que no se sancionara al superintendente Martín para quien el titular de 
AGAI solicitó la exoneración de la fuerza. En esta causa se atribuía a Berra el pedido de 
46.000 informes Nosis sobre diferentes personas no vinculadas a la policía: sindicalistas, 

19  https://www.lanacion.com.ar/politica/contraofensiva-de-expolicias-en-medio-de-la-transicion-entre-vidal-y-kici-
llof-nid2309409/
20  https://codigobaires.com.ar/nota/117846/espionaje-bonaerense--la-defensa-de-berra-sostiene-que-hay-una-vendetta/
21 https://diputadosbsas.com.ar/nota/14155/espionaje_ilegal_declaro_guillermo_berra_y_otra_vez_involucro_a_cris-
tian_ritondo
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políticos, funcionarios, legisladores, etc. En las mismas actuaciones quedó acreditado que 
la Auditoría solicitó 1.200 de estos informes, contra 44.800 que fueron contratadas por el 
entonces ministro Ritondo, y que habrían sido utilizadas irregularmente por las áreas de 
Inteligencia Criminal y Drogas Ilícitas de la Policía provincial. No obstante esta información, 
la fiscal Corfiel no investigó a Ritondo ni a los responsables de estas áreas. 

Por tales razones, resulta pertinente analizar la situación de esta fuerza de seguridad en la 
actualidad, en particular, a la organización y normativa vigente de las áreas de investigación 
e inteligencia criminal. Luego de la disolución de la DIPPBA (Dirección de Inteligencia de 
la Policía de la Provincia de Buenos Aires) mediante resolución ministerial 9/98, durante la 
primera gestión del entonces ministro de Justicia y Seguridad León Arslanián, se constituyó 
en su lugar la Comisión de Planificación y Estudios Estratégicos, que luego se convirtió en 
Dirección General de Evaluación de Información para la Prevención del Delito (DGEIPD), 
mediante decreto 3880/98 del Poder Ejecutivo Provincial. El art. 28 de la ley 12.155 (actual-
mente art. 12 de la Ley 13.482) estableció que la prohibición de

…la reunión y análisis de información referida a los habitantes de la Provincia de Bue-
nos Aires motivada exclusivamente en su condición étnica, religiosa, cultural, social, 
política, ideológica, profesional, de nacionalidad, de género así como por su opción 
sexual, por cuestiones de salud o enfermedad, o de adhesión o pertenencia a organi-
zaciones partidarias, sociales, sindicales, comunitarias, cooperativas, asistenciales o 
laborales, o con fines discriminatorios.

Estas acciones de gobierno fueron tomadas en el marco de una profunda reforma del sis-
tema policial bonaerense, en el marco de una grave crisis institucional de la fuerza. A partir 
del año 1999, 

…las nuevas autoridades electas del gobierno provincial impusieron, desde diciem-
bre de 1999, una contrarreforma, devolviéndole autonomía y poder discrecional a la 
Policía. En 2002, un nuevo gobierno provincial comenzó, aunque con dificultades, 
a revertirla. En abril de 2004, en un contexto de significativo incremento de delitos 
graves –homicidios en ocasión de robo automotor, secuestros extorsivos seguidos 
de muerte–, por decisión política del entonces gobernador Felipe Solá, se inició la 
segunda reforma; simultáneamente la Ley 13.188 declaraba el estado de emergencia 
policial”22.

Este nuevo cuadro normativo e institucional tuvo entre sus principales preocupaciones es-
tablecer un nuevo esquema de funcionamiento y un nuevo rol para la inteligencia policial, 
históricamente ligada a las actividades de inteligencia política ideológica, de vigilancia per-
manente de sus blancos predilectos: dirigentes políticos y activistas sindicales, la expan-
sión del comunismo, esferas intelectuales y artísticas, organizaciones comunitarias, institu-

22  Estévez, Eduardo E. Reformando la inteligencia policial en la provincia de Buenos Aires URVIO, Revista Latinoamerica-
na de Estudios de Seguridad, núm. 15, diciembre, 2014, pp. 71-84 Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales Quito, 
Ecuador
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ciones educativas, medios de comunicación23. 

Desde su creación en el año 1956 hasta su disolución en 1998, la DIPPBA nunca produjo 
información de inteligencia criminal, y su rol fue eminentemente de policía política. Esta 
trayectoria institucional de tamaña profundidad histórica tuvo un impacto indeleble en las 
prácticas policiales que llegan aún a nuestros días. 

En la actualidad las áreas que se encuentran facultadas para realizar tareas de investiga-
ción e inteligencia criminal son, al menos, la Superintendencia de Inteligencia Criminal, la 
Superintendencia de Investigaciones en Función Judicial y la Superintendencia de Drogas 
Ilícitas y Delitos Complejos.

2.2.1. Funciones de la Superintendencia de Inteligencia Criminal

Mediante la resolución 129 de fecha 9 de febrero de 2006, se aprobó el nomenclador de funcio-
nes de la entonces DGEIPD. La ley 13.482 comprendió el área de la Policía de Información, la 
Superintendencia de Evaluación de la Información para la Prevención del Delito (artículo 2°, in-
ciso 3°), estableciendo cargo y funciones esenciales (artículo 185 y ccdtes). Con la declaración 
del estado de emergencia de las policías de la provincia de Buenos Aires durante la gestión en 
el Ministerio de Seguridad de Carlos Stornelli (ley 13.704 y sus modificatorias) se dispuso, me-
diante resolución 4.943 de fecha 10 de diciembre de 2009, la fusión de las superintendencias 
de Investigaciones en Función Judicial y de Evaluación de la Información para la Prevención del 
Delito, denominándola Superintendencia de Investigaciones en Función Judicial. Con la resolu-
ción 680 de fecha 21 de mayo de 2012 se dejó sin efecto dicha fusión. 

El decreto 758 del 13 de septiembre de 2013 dejó sin efecto la derogación dispuesta por el 
decreto 2328/11, restableciendo la vigencia del decreto 74/07 que creó la Superintendencia 
General de Policía (artículo 1°), y la resolución 4 del 19 de septiembre de 2013 transfirió al 
ámbito de la Superintendencia General de Policía, entre otras unidades policiales, la Su-
perintendencia de Evaluación de la Información para la Prevención del Delito (artículo 1° 
anexo I). Mediante la resolución 578 del 22 de abril de 2014 se aprobó el nomenclador de 
funciones y directorio de competencias de la Superintendencia General de Policía (artículo 
2°), transfiriendo a su ámbito los recursos humanos y logísticos del Departamento Planea-
miento y Mapeo Criminal (artículo 1°).

Durante la gestión de seguridad de la alianza Cambiemos en la provincia de Buenos Aires 
se establecieron las funciones vigentes en materia de inteligencia criminal e investigación 
criminal de las áreas policiales comprometidas en dicha función: la Superintendencia de 
Inteligencia Criminal, Investigaciones en Función Judicial y Drogas Ilícitas y Crimen Orga-
nizado. La ley 13.482 establece, sobre la base del principio de especialización, las distintas 

23  Según pudo reconstruir el investigador Eduardo Estévez, en junio de 1993 medios de prensa revelaron actividades 
de inteligencia sobre estudiantes, docentes, gremialistas, realizadas por dicha Policía, actividades que estaban sustenta-
das en una orden para actualizar registros de inteligencia del Estado, originada en el Ministerio del Interior de la Nación. 
Consecuencia de ello, la Secretaría de Seguridad provincial dictó la Resolución 31/1993, prohibiendo “en el ámbito de la 
Policía Bonaerense toda actividad de reunión de información tendiente a instaurar cualquier forma de control de las ideo-
logías profesadas por los habitantes […]”, y estipulando que toda transgresión a ello se consideraría falta grave.
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policías en áreas, entre ellas, el área de la Policía de Información (artículo 2° inciso 3°). En 
particular, mediante el decreto 1073-GPBA-18, la gobernadora María Eugenia Vidal aprobó 
el organigrama del Ministerio de Seguridad que incorporó la Superintendencia de Inteligen-
cia Criminal (ex Evaluación de la Información) al ámbito de la Subsecretaría de Planifica-
ción e Inteligencia Criminal (resolución 1288, del 17 de mayo de 2017), a cargo entonces 
de Vicente Ventura Barreiro. Mediante la resolución 199/16 se sustituyó la denominación 
“Superintendencia de Evaluación de la Información para la Prevención del Delito” por “Su-
perintendencia de Inteligencia Criminal” y de las “Delegaciones” como “Delegaciones de 
Inteligencia Criminal”. Por resolución 1288 del 17 de mayo de 2017 se transfirió la Superin-
tendencia de Inteligencia Criminal, dependiente de la Superintendencia General de Policía, 
al ámbito de la Subsecretaría de Planificación, Gestión y Evaluación; y el 21 de septiembre 
del 2017 se estableció el nomenclador de funciones y directorio de competencias de la 
Superintendencia de Inteligencia Criminal, que organiza tres direcciones principales depen-
dientes del Director de Coordinación General de Inteligencia Criminal: Análisis, Reunión de 
Información y Operaciones.

Entre los puntos de esta nueva organización funcional del área de inteligencia criminal, se 
destaca la creación de áreas para el análisis y reunión de inteligencia de fuentes abiertas 
OSINT: la División Ciberinteligencia, dependiente de la Dirección de Análisis, las divisiones 
Ciber O.S.INT (Inteligencia de Fuentes Abiertas y O.S.INT Medios Inteligencia de Fuentes 
Abiertas), ambas dependientes de la Dirección de Reunión de la Información. 

2.2.2. Retrocesos en la gestión policial y modificaciones en materia de inteligencia 
criminal

En la gestión del Ministerio de Seguridad dirigida por Sergio Berni se establecieron una 
serie de modificaciones en la estructura orgánico-funcional de dicha cartera. Mediante el 
decreto 52/2020 se establecieron diez subsecretarías y/o dependencias ministeriales de 
ese rango. 

La mayor modificación se verifica en la supresión y transferencia al ámbito policial de varias 
superintendencias que formaban parte del ministerio, a partir de la creación de la jefatura 
y subjefatura policial (decreto 141/2020) y la puesta en funcionamiento de las jefaturas de 
Estación de Policía (resolución MSGP 341/2020). Mediante la resolución MSGP 341/2020 
se pone en funcionamiento una mesa de coordinación entre los municipios, el Ministerio de 
Seguridad y el jefe de la estación de policía, y se hacen algunas modificaciones sustancia-
les en materia de organización policial.

Con esta normativa se suprime la Superintendencia General de Policía, órgano con funcio-
nes de coordinación y supervisión de la actividad operativa de las policías de la Provincia 
con rango de subsecretaría y subordinada al Ministro. Asimismo, otras superintendencias 
eran conducidas por subsecretarías dentro del esquema ministerial, es decir, conducciones 
civiles. Con la entrada en vigencia de la nueva normativa, entre las superintendencias trans-
feridas desde la órbita de conducción y administración ministerial a la policía provincial, se 
encuentran la de Inteligencia Criminal, Institutos de Formación Policial y Policía Local, las 
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que previo a la reforma impulsada por el ministro Berni dependían de la Subsecretaría de 
Planificación e Inteligencia Criminal24. En este sentido, con el decreto 141/2020 se crearon, 
de manera retroactiva al 11 de diciembre de 2019, entre otras dependencias jerárquicas, la 
Jefatura y Subjefatura de Policía. Actualmente, fueron transferidas a la órbita de la Jefatura, 
las superintendencias especializadas, entre ellas, la de inteligencia criminal. De esta mane-
ra, se retrotrae la organización y gestión policial al esquema de jefatura y subjefatura, con-
solidando la centralización, concentración y autonomización del mando policial, con dilución 
del control civil de la fuerza, incluso en áreas tan sensibles como la inteligencia policial.

A su vez, en este nuevo esquema de organización y gestión de la fuerza, se crea una mesa de 
coordinación local, ante la necesidad de establecer coordinadamente con las autoridades muni-
cipales, estrategias de articulación en materia tecnológica con énfasis en la implementación de 
centros de monitoreo y nuevas tecnologías “que aún no han sido integradas formalmente al Sis-
tema Provincial de Seguridad Pública”, así como el aporte local de combustible y logística para 
los móviles policiales, integrar esfuerzos en materia de despliegue policial de proximidad, y pro-
mover un abordaje integral de violencias y conflictividades desde estrategias multiagenciales. 

En el marco de estas consideraciones y en paralelo a la creación de las Estaciones de Poli-
cía (a través de la resolución MSGP 341 del 13 de mayo de 2020, a cargo de la Superinten-
dencia de Seguridad Regionales, dependiente del subjefe de Policía), se invitó a los muni-
cipios en los alcanzados a suscribir un Convenio de cooperación para el fortalecimiento del 
sistema provincial de seguridad pública. Dicho convenio indica que los intendentes tienen 
la posibilidad de proponer al jefe de su Estación, y por ende, se crea una mesa de coordi-
nación local. Esta mesa se encuentra integrada por un funcionario de la Subsecretaría de 
Planificación e Inteligencia Criminal del Ministerio de Seguridad, el jefe de Estación y un 
representante del Ejecutivo municipal de la cartera de seguridad. Puede advertirse que el 
objetivo principal es que el Ministerio de Seguridad y la fuerza policial accedan en mejores 
términos a los recursos tecnológicos en materia de monitoreo y videovigilancia. 

Cabe mencionar una modificación realizada el 29 de enero del 2021 en la que se estableció la 
dependencia de las ahora denominadas Delegaciones y Sub-delegaciones Departamentales 
de Inteligencia Criminal de las Direcciones de Coordinación Operativa Zonales (a cargo de un 
comisario o comisaria mayor) en las zonas Metropolitana AMBA Norte, Metropolitana AMBA 
Sur, Interior Norte, Interior Sur y Atlántica25. A su vez, estas Direcciones de Coordinación Ope-
rativas Zonales dependerán de la Dirección de Coordinación General de Inteligencia Criminal.

2.2.3. Superintendencia de Investigaciones en Función Judicial

La ley 13.482 (Unificación de las Normas de las Policías de la Provincia de Buenos Aires) 
establece, sobre la base del principio de especialización, las distintas policías en áreas, 
entre ellas, el Área de las Policías de Investigaciones (artículo 2° inciso 2° apartado a). El 
19 de septiembre de 2017 se publicó el nomenclador de funciones y directorio de compe-
24  Cabe destacar que, en el marco de este proceso, se dispuso la jerarquización del área de gestión del conocimiento 
y análisis criminal, a través de la elevación a rango orgánico de superintendencia la Dirección de Planificación y Policia-
miento Predictivo, y creando la Superintendencia de Análisis Criminal (resolución 267/2020)
25  Zona Metropolitana AMBA Sur: Delegaciones La Plata, Cañuelas, San Vicente, Quilmes, Lomas de Zamora, La Matanza. 
Zona Metropolitana Norte: Delegaciones Exaltación de la Cruz, Morón, San Martín, Tres de Febrero, Pilar, San Isidro, Zára-
te-Campana. Zona Interior Norte: Delegaciones Trenque Laquen, Junín, Pergamino, San Nicolás, Mercedes. Zona Interior Sur: 
Bahía Blanca, Tres Arroyos, Azul, Tandil, Olavarría, Dolores. Zona Atlántica: Delegaciones Pinamar, Mar del Plata y Necochea.
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tencias de la Superintendencia de Investigaciones en Función Judicial.

Dicha estructura policial, de la que dependen las delegaciones Departamentales de Inves-
tigación en Función Judicial (DDI), posee numerosas atribuciones en materia de investiga-
ciones e inteligencia criminal, en el marco de la intervención en expedientes judiciales. En 
función de ello, debe atenderse especialmente las facultades investigativas de las DDI, en 
particular del Gabinete de Medios Tecnológicos; entre sus funciones se destacan: 

04.D.3.b) Dar apoyo a los Gabinetes y Unidades Investigativas a través del aporte de 
equipamiento tecnológico para filmaciones, seguimiento y obtención de fotografías. 
04.D.3.f) Efectuar escuchas, transcripción y análisis de material de audio producido 
en las diferentes observaciones judiciales sobre abonados telefónicos fijos o móviles. 
04.D.3.g) Efectuar tareas de vigilancia encubierta, filmación, seguimiento de perso-
nas, conforme las directivas de la autoridad judicial competente. 04.D.3.h) Coordinar 
acciones con la Superintendencia de Inteligencia Criminal, para el análisis e integra-
ción de la información colectada mediante la utilización de la Base de Datos Unificada 
(B.D.U.) y el sistema software I-2. 4.D.3.l) Coordinar la obtención y actualización de 
datos e información con las dependencias de inteligencia criminal, fuerzas de seguri-
dad, Servicio Penitenciario y Policías de otras provincias, empresas de comunicación 
y organismos judiciales.

2.2.4. Superintendencia de Investigaciones del Tráfico de Drogas Ilícitas y Crimen Or-
ganizado

El 22 de noviembre de 2017 fue publicado el nomenclador de la Superintendencia de Inves-
tigaciones del Tráfico de Drogas Ilícitas y Crimen Organizado, incluida en el Área de Policía 
de Investigaciones (artículo 2 inciso 1o apartados b y c). La resolución 199/16 fusionó orgá-
nica y funcionalmente, en el ámbito de la Superintendencia General de Policía, las Superin-
tendencias de Investigaciones del Tráfico de Drogas Ilícitas y de Investigaciones de Delitos 
Complejos y Crimen Organizado, denominándola “Superintendencia de Investigaciones del 
Tráfico de Drogas Ilícitas y Crimen Organizado” (artículo 31).

Esta Superintendencia posee tanto funciones y capacidades en materia de investigaciones 
e inteligencia criminal como también, en el ámbito de la Dirección de Crimen Organizado, 
atribuciones en materia de contraterrorismo. Esta situación es sumamente particular por el 
carácter provincial del organismo: se advierten diferentes dependencias en el ámbito de la 
Dirección de Investigaciones Contra el Crimen Organizado, tales como la División Contrate-
rrorismo, que posee funciones tales como: 

Detectar actividades terroristas en el territorio provincial, identificar a los activistas 
y desarticular las organizaciones a las que pertenecen (…) Desarrollar actividades 
de enlace con fuerzas de seguridad y/o agregados policiales de distintas embajadas 
de países extranjeros en la República Argentina, que permitan receptar todo tipo de 
alertas y/o información en cuanto a actividades terroristas en la región (…) Analizar 
mediante la información obtenida por diversas fuentes, las ramificaciones de organi-
zaciones criminales dedicadas a actividades terroristas (…) Analizar con los especia-
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listas a su cargo, la información procedente de fuentes internacionales y nacionales 
de información, sobre el resultado de actividades terroristas realizadas por diversas 
organizaciones en cada país y su posible injerencia en la República Argentina. (…) 
Asesorar a las autoridades competentes, la asistencia de grupos especializados inter-
nacionales, nacionales y/o provinciales como apoyo en los operativos a realizarse en 
la lucha contra el terrorismo internacional.

En materia de investigaciones e inteligencia criminal, cabe mencionar las siguientes depen-
dencias: la Dirección de Operaciones que puede efectuar análisis de inteligencia criminal 
sobre las organizaciones dedicadas al tráfico ilícito de estupefacientes y crimen organizado, 
a través de la información proporcionada por las unidades operativas; y la División Análi-
sis de Inteligencia Criminal y Técnica Operativa (Dirección de Operaciones). En materia 
de análisis de comunicaciones debe destacar la Dirección de Análisis en la Investigación 
de las Comunicaciones (DAIC); en el marco de esta Dirección funcionan las delegaciones 
de Análisis de la Investigación de las Comunicaciones Sede Descentralizada (I a V). Esta 
Superintendencia también posee funciones en materia de análisis e investigación de las co-
municaciones. Según se establece en el último presupuesto general (2017), las actividades 
de esta superintendencia contemplan

…intervenir en la prevención de las tareas investigativas en relación al tráfico de dro-
gas, organizaciones criminales dedicadas a cometer delitos complejos y prevenir ac-
tividades terroristas dentro del territorio provincial colaborando con las autoridades de 
otras provincias y nacionales, como así también de otros países que entienden en la 
materia.

Entre sus objetivos se destaca intervenir e investigar, por disposición de autoridad judicial, 
en delitos por tráfico de drogas y delitos complejos al crimen organizado, y la posibilidad de 
requerir y/o coordinar, con la autoridad judicial competente, el acceso al estudio y análisis de 
las causas en trámite o concluidas que resulten de interés al objetivo del organismo, para la 
estructuración informatizada de información susceptible de ser compulsada y/o analizada. 

Si bien la información es incompleta y de difícil acceso, se pudo establecer la cantidad de 
intervenciones telefónicas realizadas por dicho organismo policial en el marco de investiga-
ciones penales preparatorias. La información hasta el año 2017 es la siguiente26:

26  No se han podido relevar los datos para los años siguientes.
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Tabla 1. Intervenciones telefónicas en investigación de delitos complejos

Año Cantidad
2007 1.792
2008 3.502
2009 5.318
2010 8.068
2011 11.532
2012 Sin datos
2013 17.630
2014 17.680
2015 17.832
2016 18.996
2017 19.500

Fuente: CPM en base a datos de la Dirección Provincial de Presupuesto Público del Mi-
nisterio de Hacienda y Finanzas de la provincia de Buenos Aires27.

Desde el año 2014 se computan también las cantidades de detenciones, investigaciones 
realizadas y procedimientos en investigaciones de delitos complejos.

Tabla 2. Detenciones, investigaciones realizadas y procedimientos en investigacio-
nes de delitos complejos

2014 2015 2016 2017
Detenidos 6.700 8.400 970 10.500
Procedimientos en investigaciones de delitos 
complejos 22.000 23.000 24.000 24.500

Intervenciones telefónicas en investigaciones de 
delitos complejos 17.680 17.832 18.996 19.500

Fuente: CPM en base a datos de la Dirección Provincial de Presupuesto Público (Ministerio 
de Hacienda y Finanzas PBA).

27  https://www.gba.gob.ar/hacienda_y_finanzas/direccion_provincial_de_presupuesto_publico

https://www.gba.gob.ar/hacienda_y_finanzas/direccion_provincial_de_presupuesto_publico
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Gráfico 2. Intervenciones telefónicas en investigaciones sobre tráfico de drogas ilíci-
tas y delitos complejos, 2007-2017

Fuente: CPM en base a datos de la Dirección Provincial de Presupuesto Público (Ministerio 
de Hacienda y Finanzas PBA).

Como puede observarse en los datos relevados, ha habido un incremento sustancial a 
lo largo de diez años en materia de intervenciones telefónicas, computadas en la política 
presupuestaria del Ministerio de Seguridad en el marco de la investigación del tráfico de 
drogas ilícitas y delitos complejos. Debe destacarse a modo comparativo el informe se-
mestral realizado por la CBI y remitido a la CPM el 31/12/2020, respecto del seguimiento 
de las actividades de la DAJUDECO. En cuanto al ingreso de oficios receptados por ese 
organismo por tipo de delitos –es decir, en base a requerimientos judiciales de interven-
ciones telefónicas y solicitudes de información asociadas-, se observa que el mayor vo-
lumen corresponde a investigaciones por infracción a la ley 23.737 de estupefacientes. 
Las cifras van de 9.959 en 2016, 12775 en 2017, 19.866 en 2018 y 18.764 en 2019, casi 
el doble entre el primer año relevado (2016) y el 2018 y 2019. 

Los datos provinciales y nacionales en materia de intervenciones telefónicas y de las 
comunicaciones evidencian la consolidación de una política criminal y judicial agresiva 
en términos de persecución del narcotráfico y narcomenudeo. Asimismo, permite estable-
cer que una parte importante de los esfuerzos en materia de inteligencia criminal fueron 
volcados a aquellos delitos sin clara definición, como “delitos complejos” y /o “crimen 
organizado”28. 

28  Es dable destacar que se han verificado numerosos casos de inteligencia ilegal y armado de causas realizados en el 
marco de IPP tramitadas en fiscalías provinciales especializadas en delitos complejos. Tal es el ya mencionado caso del 
fiscal de Mercedes Juan Bidone procesado en la causa “D’Alessio”, como también el caso de la Unidad Funcional de In-
vestigación de Delitos Complejos del Departamento Judicial de San Isidro, a cargo del Agente Fiscal Claudio Scapolan y/o 
las denuncias realizadas ante la SCJBA por la actividad arbitraria e ilegal del Fiscal General Adjunto y titular de la Unidad 
de Delitos Complejos de Lomas de Zamora, Sebastián Scalera, y otros fiscales de la jurisdicción.
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El complejo cuadro institucional aquí expuesto para las fuerzas de seguridad provincia-
les, junto con los casos de inteligencia ilegal que se desarrollan a continuación, muestra 
la necesidad de un debate político para establecer mecanismos de contralor robustos, 
una legislación adecuada en la materia, y la creación efectiva de un ámbito parlamentario 
para la fiscalización y control de las actividades de inteligencia criminal para el sub-sistema 
provincial.
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3. INVESTIGACIONES JUDICIALES SOBRE ESPIONAJE ILEGAL

En la actualidad, se encuentran en curso un conjunto de investigaciones judiciales que dan 
cuenta de que entre 2016 y 2019 la AFI desplegó un esquema institucional, normativo y 
operacional de inteligencia dedicado al espionaje ilegal de ciudadanos por su pertenencia 
a organizaciones políticas, sindicales, sociales o comunitarias. Estas causas han permi-
tido revelar el carácter masivo, continuo y sistemático del espionaje político, así como la 
existencia de directivas generales y específicas por parte de las máximas autoridades del 
organismo, quienes se encuentran procesados en 3 de las mencionadas causas29. Algunos 
datos de las investigaciones en curso resultan elocuentes30:

- Actualmente se registran 87 imputaciones penales en causas que investigan casos 
de inteligencia ilegal. El 79,3% (69) se encuentran procesadas, el 6,9% (6) con 
falta de mérito y el 13,8% (12) imputados. 

- Respecto de dichas imputaciones, el 52,9 % (46) corresponde a agentes de la AFI, 
el 11,5% (10) a personal retirado de la Policía de la Provincia de Buenos Aires y 
el 10,3% (9) del Servicio Penitenciario Federal. Les siguen miembros de la Policía 
de la Ciudad (7); funcionarios judiciales (2), personas sin pertenencia institucional 
formal (5); un (1) agente del SPB en comisión en la AFI y tres (3) funcionarios de 
Presidencia de la Nación, entre otros.

- Las causas desarrolladas en la justicia federal de Lomas de Zamora (FLP 14.149 y 
5.056) y Dolores (FMP 88/19 y 8580/2020) concentran el 85,4% de las imputaciones, 
siendo el 48,3% (42) y 32,2% (28) respectivamente. 

29  A la fecha de elaboración del presente informe, los exjefes de la AFI Gustavo Arribas (ex director general) y Silvia 
Majdalani (ex subdirectora), se encuentran procesados por maniobras de espionaje ilegal, abuso de autoridad y acciones 
de inteligencia prohibidas en las causas FMP 8580/2020 (Dolores), FLP 5.056/2020 (Comodoro Py) y FLP 14.149/2020 
(Lomas de Zamora) e imputados en la causa CFP 2916/2020. En esta última también se encuentran imputados el ex jefe 
de Gabinete de la AFI, Darío Biorci, y el ex presidente, Mauricio Macri.
30  Datos calculados en base a los expedientes FMP 88/2019 “Marcelo D’Alessio y otros s/ asociación ilícita” (JF Dolores); 
Causa 8580/2020. Bases AMBA (JF Dolores); FLP 14.149/2.020, FLP 14.149/2.020/9 y FLP 5.056/2020 (JF 2 de Lomas 
de Zamora); CCC 76.091/16 (JF 9 de CABA); Tramo de expediente CCC 76.091/16 (TOF 2 de CABA); FMP 8.559/2020 
(JF 3 de Mar del Plata); CFP 4.262/2.017 (JF 2 de CABA); CFP 10.456/14 “GNL” (JF 11 CABA).
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Gráfico 3. Situación procesal de las imputaciones en las causas de inteligencia ilegal 
durante el periodo 2016-2019

Fuente: CPM en base a expedientes judiciales.
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Tabla 4. Imputados en casos de inteligencia ilegal, según pertenencia institucional 
y/u orgánica, período 2016-2019

Organismo Cantidad %

AFI 46 52,9%
Retirado Policía de la Provincia de Buenos Aires / 
AFI 10 11,5%

SPF 9 10,3%

Policía de la Ciudad / AFI 6 6,9%

Particular 5 5,7%

Presidencia de la Nación 3 3,4%

MPF Pcia. Buenos Aires 2 2,3%

Periodista 2 2,3%

MPF de la Nación 1 1,1%

Policía de la Ciudad 1 1,1%

Retirado PFA / AFI 1 1,1%

SPB / AFI 1 1,1%

Total general 87 100%

Fuente: CPM en base a expedientes judiciales.

Las prácticas de espionaje ilegal desplegadas e investigadas en las referidas causas no 
sólo resultaron contrarias a lo establecido por las leyes de Inteligencia Nacional 25.520, de 
Seguridad Interior 24.059 y de Defensa Nacional 23.554, sino que vulneraron derechos y 
garantías de la ciudadanía protegidos por la Constitución nacional y los tratados de dere-
chos humanos. La prueba compulsada hasta el momento por los juzgados y fiscalías inter-
vinientes muestra claras afectaciones al derecho a la privacidad, a la protección de datos 
personales y al libre ejercicio de libertades y derechos políticos básicos de un gran número 
de ciudadanos. 

A su vez, la comprobación de la existencia de un entramado de actividades de inteligencia 
ilegal -con particular incidencia en la provincia de Buenos Aires- evidenció fallas estructura-
les en los mecanismos de control y fiscalización del sistema de inteligencia y en la protec-
ción de derechos ciudadanos fundamentales.

El análisis conjunto de las causas vinculadas al espionaje político-judicial permite advertir 
la sistematicidad y la existencia de patrones comunes en el modus operandi, los objetivos 
perseguidos y las fuentes utilizadas en los hechos investigados. A continuación, se detallan 
las principales investigaciones en curso que involucran presuntas actividades de inteligen-
cia y espionaje ilegal durante el periodo 2016-2019.
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Tabla 5. Principales causas judiciales en curso vinculadas a inteligencia y espionaje 
ilegal, periodo 2016-2019

Juzgado Causa Carátula y/o investigación 
central Imputados Procesados

Juzgado Federal de 
Dolores

FMP 88/2019 Marcelo D’Alessio y otros s/ 
asociación ilícita

0 11

F M P 
8580/2020

Investigación sobre Bases 
AMBA

0 15

Juzgado Federal 2 de 
Lomas de Zamora

F L P 
14.149/2020

0 38

Juzgado Federal en 
lo Criminal y Correc-
cional Federal 9 de 
CABA

C C C 
76.091/16

Mafia de la Aduana (extorsión 
Gabriel Traficante)

1 4

Juzgado Federal en lo 
Criminal y Correccio-
nal 2 de CABA

C F P 
4.262/2017 

Ingresos al sistema de Migra-
ciones

0 0

Juzgado Federal 3 de 
Mar del Plata

F M P 
8.559/2020 

Espionaje a familiares del 
ARA San Juan

1 0

Juzgado Federal en lo 
Criminal y Correccio-
nal 8 

C F P 
2916/2020

Interceptación ilegal de co-
rreos electrónicos

6 0

Juzgado Federal en lo 
Criminal y Correccio-
nal 11

Espionaje masivo a periodis-
tas en Cumbre G20 y OMC

4 0

Fuente: CPM en base a los expedientes judiciales.

La CPM ha intervenido como auxiliar de la justicia por su experiencia en materia de análisis 
y desclasificación de documental de inteligencia, y también como parte querellante impul-
sando la investigación. 

3.1. Causa D´Alessio

Entre los principales expedientes donde se investigan hechos de inteligencia y espionaje 
ilegal, podemos mencionar la causa caratulada “D´Alessio, Marcelo Sebastián y otros s/ Aso-
ciación Ilícita y Otro” en su momento a cargo del juez Alejo Ramos Padilla, del Juzgado Fe-
deral de Primera Instancia de Dolores. En esta causa se investigan numerosos sucesos con 
múltiples hipótesis delictivas según las cuales se ejecutaron diferentes planes, operaciones y 
hechos criminales llevados a cabo por una asociación ilícita de carácter paraestatal.

El rol de la CPM fue a requerimiento del juez federal Alejo Ramos Padilla, quien solicitó a la 
institución organizar, clasificar e inventariar la documentación secuestrada a los imputados. 
Asimismo, se solicitó –en base a la experiencia de la institución en el análisis de mate-
rial documental de inteligencia- identificar en la documental secuestrada, la existencia de 
operaciones de inteligencia de cualquier tipo con metodologías posiblemente ilícitas. Tales 
operaciones podrían incluir ablandes, aprietes, puestas en emergencia, carpetazos; po-
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drían presentar patrones comunes a la hora de ser ejecutadas por agencias de inteligencia 
nacionales, internacionales en posibles connivencia o vinculación con poderes del Estado 
nacional y provincial.

En función de este requerimiento inicial, se realizaron cuatro informes dado el vasto ma-
terial documental y evidencia digital sujeta a inventario, clasificación y análisis. Pudo de-
terminarse que efectivamente nos encontrábamos ante hechos que vulneraron claramen-
te los marcos normativos en materia de inteligencia y seguridad interior, y se advirtieron 
transgresiones a la norma vigente en materia de protección de datos personales. Se relevó 
documentación que refería a actividades de inteligencia de comunicaciones (SIGINT), de 
actividades de campo mediante el seguimiento y grabaciones clandestina de personas/
blanco (HUMINT), reunión de información y análisis de fuentes abiertas (OSINT), así como 
filmaciones y toma de placa fotográficas subrepticias (IMINT), entre otras actividades de 
inteligencia. Como parte del accionar delictivo de esta banda para-estatal fueron advertidos 
hechos de: 

- Espionaje ilegal con fines políticos, económicos y judiciales.

- Injerencia irregular en causas judiciales asociadas con una práctica o discurso vin-
culado fundamentalmente con la lucha contra la corrupción del anterior gobierno 
y/o la lucha contra el narcotráfico; objetivos en directa relación con los intereses 
del gobierno. 

- Actividades para influir en la situación institucional y política del país.

- Producción de inteligencia por opinión política, pertenencia partidaria o actividad 
profesional lícita.

- Investigación criminal sin autorización judicial formal en causas de narcotráfico y 
otros delitos.

- Espionaje económico, extorsión y coacción. Amenaza de difusión pública de infor-
mación verdadera o falsa.

- Introducción de la información obtenida ilegalmente –o manipulada en su conteni-
do–en el circuito judicial. 

- Comercialización y/o utilización de dispositivos electrónicos para la vigilancia de 
comunicaciones y/u otras tareas de inteligencia.

- Lavado de activos y macro-operatorias financieras internacionales.

Como es de público conocimiento, la causa se inició a partir de una denuncia por extorsión 
que tenía como objeto involucrar a determinadas personas en causas por delitos contra la 
administración pública. A raíz del innumerable material probatorio recolectado en diferentes 
allanamientos y otras medidas desplegadas en el marco de la investigación, el objeto pro-
cesal de esta causa fue ampliado notablemente. Entre otros elementos se hallaron drones, 
cámaras ocultas, automóviles de alta gama, armas de uso táctico/militar, chalecos de bala, 
réplica de chapa identificatoria de la Drug Enforcement Administration (DEA) y también 
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copiosa documentación –de diverso origen, tanto actividad privada como de fuentes esta-
tales- en formato papel y digital. Según lo menciona Ramos Padilla en uno de sus resoluto-
rios, todo este material incluye:

…informes de inteligencia, informes con datos privados y de acceso restringido, fo-
tografías e información íntima acerca de numerosas víctimas, además de múltiples 
conversaciones e intercambios que daban cuenta de la existencia de decenas de 
operaciones de inteligencia ilegal y espionaje realizadas a lo largo del tiempo de for-
ma coordinada y organizada entre distintas personas, en diversas jurisdicciones del 
país –e incluso en el exterior– con fines políticos y judiciales, así como otros delitos 
directamente relacionado.

En este marco, la investigación dejó de restringirse a un único hecho extorsivo para analizar 
diferentes entramados criminales complejos donde las acciones extorsivas eran un modus 
operandi, entre otros, para concretar operaciones de espionaje e inteligencia ilegal llevadas 
a cabo por esta organización delictiva paraestatal. De este modo, ya no tenemos un delito 
aislado sino una larga lista de ilícitos –infracciones múltiples a la ley de inteligencia, extor-
siones, tráfico de influencias, coacciones y maniobras de lavado de activos– que pudieron 
ser cometidos gracias a la complicidad de esta gran asociación ilícita con los poderes del 
Estado. De hecho, sus integrantes pertenecen a instituciones públicas de fuerte arraigo en 
nuestro sistema democrático y, según se ha demostrado, con fuertes vínculos con otros 
efectores privados de fuerte incidencia con su opinión mediática. Ello da como resultado 
una maquinaria sumamente compleja y robusta cuyos engranajes dinámicos se orientan a 
vulnerar los derechos humanos y las reglas que rigen nuestro sistema democrático y re-
publicano de gobierno. En efecto, las personas imputadas como partícipes en dicha causa 
poseen vínculos específicos con legisladores, ministros, jueces, fiscales, integrantes de las 
fuerzas de seguridad, numerosos periodistas, funcionarios de la Aduana, de la AFI y empre-
sarios proveedores del Estado de material de inteligencia criminal, entre otros. 

Según se pronunció Ramos Padilla en el resolutorio donde se procesa a algunos imputados 
y se eleva a juicio a otros —evidenciando la fuerte inscripción estatal que tenía la asociación 
criminal—, se ha vinculado al proceso a casi dos decenas de personas, entre los que se en-
cuentran funcionarios de la Agencia Federal de Inteligencia, ex agentes de dicha agencia, ex 
comisarios, miembros de las fuerzas de seguridad, un fiscal provincial, un fiscal federal, un 
periodista, abogados y otros imputados que participaron en los distintos hechos ilícitos que 
llevaba adelante la organización, muchos de los cuales ya fueron procesados en la causa.

Esta característica explica, en parte, la facilidad e impunidad con la que se cometieron estas 
operaciones ilegales, abonando un terreno fértil para la comisión de sucesivos delitos también 
amparados por esta estructura de poder. Sin lugar a dudas, ello constituye una forma grave 
de corrupción, si consideramos que es un fenómeno caracterizado por el abuso o desviación 
del poder encomendado, que puede ser público o privado, que desplaza el interés público y 
que los actores involucrados establecen estructuras que capturan las entidades estatales a 
través de distintos esquemas criminales. 
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Según emerge de la causa judicial, el objetivo y/o finalidad específica que tenía esta estruc-
tura criminal era netamente de corte político, ya que las actividades, acciones y caracterís-
ticas propias de la organización estaban vinculadas al espionaje ilegal de manera contraria 
al art. 4 de la ley 25.520 que prohíbe realizar espionaje político, ideológico e influir a través 
de dichas actividades en la vida personal, en la situación institucional, política y económica 
del país, como así también en la opinión pública a través de los medios de comunicación.

Para comprender el despliegue alcanzado por esta “mega organización criminal” es nece-
sario destacar como condición de posibilidad su carácter para-estatal. Es en este marco 
que dicha asociación ilícita con fuertes relaciones con el Estado -en sus diferentes poderes 
y niveles- pudo llevar adelante operaciones y acciones vinculadas al espionaje y la inteli-
gencia ilegal dirigidas hacia uno o varios objetivos específicos que, en la mayoría de los 
casos, tenían una directa relación con los intereses del gobierno de turno o de algunos de 
sus representantes. Es efectivamente este amparo dentro de las estructuras institucionales 
lo que ha permitido a esta asociación ilícita valerse de toda herramienta de espionaje pues-
ta a su disposición, otorgando concesiones e incluso encubriendo sus acciones por ciertos 
organismos del Estado y/o sus funcionarios públicos que, a su vez, actuaron en varias ju-
risdicciones del país y en el exterior. 

Por los delitos acreditados por el juzgado interviniente fueron procesados Marcelo Sebas-
tián D´Alessio, Rolando Hugo Barreiro (ex AFI), Carlos Ernesto Stornelli (fiscal federal), 
Juan Ignacio Bidone (fiscal PBA), Daniel Pedro Santoro, Pablo Gonzalo Pinamonti (AFI), 
Ricardo Oscar Bogoliuk (ex comisario PBA, AFI), Norberto Aníbal Degastaldi (ex comisario 
PBA), Carlos Alberto Liñani, Eduardo Ariel Menchi y Mariano Díaz Strunz. 

Un tramo de esta causa conocido como “mafia de la Aduana”, que investiga acciones de 
espionaje ilegal desplegadas por la asociación ilícita sobre el agente aduanero Gabriel 
Traficante hacia fines de 20216, coincide con las operaciones de extorsión investigadas 
en la causa CCC 76.091/16 a cargo del juez Luis Rodríguez. En esta causa se encuentran 
imputados por ejercer maniobras extorsivas, entre otros, Marcelo D’Alessio, el fiscal de 
Mercedes Juan Ignacio Bidone y los ex agentes de la AFI Rolando Barreiro y Claudio Álva-
rez31. Asimismo, se investiga la posible participación del periodista del multimedios Clarín 
como parte de la red de inteligencia para-estatal y extorsiva. En ambas investigaciones se 
pudo verificar el despliegue de maniobras de espionaje político que incluyeron guionar la 
declaración de arrepentidos, extorsión, presentación de informes de inteligencia ilegal en 
causas judiciales y participación de agentes y ex agentes de la AFI.

3.1.1. Inteligencia, seguridad y tecnologías de vigilancia

El rápido y constante perfeccionamiento y abaratamiento de las tecnologías de información, 
comunicación y espionaje, el crecimiento de las bases de datos estatales, la multiplicación 
de empresas de inteligencia privada y la masificación de redes sociales con información 
personal de código abierto o semi-abierto obligan a plantear nuevas estrategias para el 
31  El 8 de marzo comenzó en el Tribunal Oral en lo Criminal y Correccional Federal Nº 2 de CABA el juicio oral que tra-
mita un tramo de la causa 76.091/16. Es el primer juicio en el que se trata un caso de espionaje ilegal durante el periodo 
2016-2019.
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control y la regulación de su vinculación con los organismos estatales de inteligencia. En 
la causa D’Alessio fueron corroborados elementos que permiten vislumbrar estos nexos, 
así como en su estrecha conexión con otras investigaciones judiciales abiertas, que hablan 
de una estructura masiva y coordinada desde las más altas esferas de gobierno para la 
producción de inteligencia ilegal. La CPM ha llamado la atención acerca de la falta de re-
gulación respecto de la adquisición y utilización de dispositivos y tecnologías de vigilancia, 
así como la falta de un control estricto respecto de la circulación de información pública y el 
impacto que ha tenido sobre la proliferación de actividades de inteligencia ilegal.

La causa D´Alessio reveló que el imputado contaba con un acopio voluminoso de informa-
ción relacionada con la provisión al Estado nacional de equipamiento militar y de seguridad, 
así como información sobre diferentes dispositivos de inteligencia y vigilancia ofrecidos por 
una serie de proveedores internacionales. Han resultado sugerentes las participaciones 
televisivas de D´Alessio en las que manifestaba la necesidad de que el Estado nacional ad-
quiriese determinados dispositivos de seguridad y vigilancia en el marco de la “lucha contra 
el narcotráfico”. En este sentido, no es menor que en el marco de la causa se haya proba-
do que D´Alessio tenía trato directo con la ministra de Seguridad, Patricia Bullrich, y con 
otros funcionarios de dicha cartera nacional. La profundización de la doctrina de las nuevas 
amenazas y la jerarquización de la lucha contra el narcotráfico, el crimen organizado y el 
terrorismo configuraron las bases normativas, discursivas y políticas para la incorporación 
de nuevas tecnologías y técnicas de investigación altamente intrusivas32. Esto último, se ha 
traducido en un incremento sostenido en el presupuesto y la ejecución destinada a la ad-
quisición del Estado de equipamiento militar y de seguridad durante el periodo 2016-201933.

32  En noviembre de 2016 la ministra de Seguridad Patricia Bullrich viajó junto a una comitiva a la cuarta Conferencia de 
HLS & CYBER en Tel Aviv donde adquirieron software y dispositivos de ciberseguridad por un monto que superaba los 5 
millones de dólares.
33  El aumento significativo que sufre el presupuesto durante el 2018 coincide con la modificación del sistema de De-
fensa Nacional, mediante los decretos 683/18 y 703/18 “Directiva de Política de Defensa Nacional” (ambos derogados 
recientemente por el Presidente de la Nación mediante 571/2020). Principalmente, los decretos otorgaban la posibilidad 
de actuación en forma disuasiva o efectiva ante agresiones de origen externo por parte de las Fuerzas Armadas, sin que 
tales agresiones provengan de otros Estados (tal el texto del entonces derogado y nuevamente vigente Decreto 727/06). 
Todo ello desnaturalizando y transgrediendo los límites entre Seguridad Interior y Defensa Nacional (leyes 24.059 y 
23.554 respectivamente), así como los compromisos internacionales de nuestro país asumidos en la Resolución 3314/74 
de Naciones Unidas.
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Gráfico 4. Presupuesto anual y presupuesto ejecutado destinado a equipamiento mi-
litar y de seguridad (en millones de pesos), 2016-2019

Fuente: CPM en base a Presupuesto Abierto.

Por otro lado, una de las denuncias que presentó la interventora Cristina Caamaño en la 
justicia federal reveló la interceptación de cerca de un centenar de correos electrónicos de 
legisladores, legisladoras y dirigentes de distintos espacios políticos, periodistas y sindica-
listas vinculados tanto al oficialismo como a la oposición de ese momento. 

El análisis del material hallado en las delegaciones del proyecto AMBA permitió constatar 
que contaban con al menos 15 vehículos que eran utilizados en la cobertura de distintas 
movilizaciones y protestas sociales para recorrer los distintos focos de concentración de 
personas y hacer registros fílmicos de los manifestantes. A su vez, se hallaron registros que 
permitieron constatar la existencia de una gran cantidad de cámaras espías, micrófonos, 
grabadoras, teléfonos celulares, computadoras. De este modo, se pudo corroborar que 
la producción de inteligencia no sólo surgía de la recolección de información de fuentes 
públicas y abiertas, sino que fueron utilizados diversos tipos de fuentes y metodologías de 
reunión de información; entre éstas, un software específico para la recuperación de infor-
mación selectiva y automática y el acceso a la Deep web.

Estas situaciones dan cuenta de la existencia de un entramado ilegal de circulación de 
información estatal que funciona como insumo para el despliegue de operaciones de inte-
ligencia ilegal, y pareciera tener un fuerte arraigo en las prácticas políticas y judiciales. Por 
eso, resulta prioritario avanzar tanto en la protocolización de los programas de vigilancia 
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de la información en línea -atendiendo los derechos en juego y respetando las garantías 
procesales-, como en un debate legislativo para la sanción de una ley específica que regule 
el uso de tecnologías de vigilancia y evite, por ejemplo, la tercerización de tareas de inteli-
gencia hacia empresas o asociaciones privadas.

3.2. Causa Bases AMBA

Como desprendimiento de la investigación judicial en la causa D’Alessio y la acreditación 
de la participación en dicha asociación ilícita de personal de la AFI (como Rolando Barreiro, 
el comisario retirado de la Provincia de Buenos Aires Ricardo Bogoliuk y el entonces jefe 
de la Dirección de Reunión Buenos Aires de la AFI, Pablo Pinamonti) el juez federal Ramos 
Padilla amplió la plataforma fáctica de su investigación al funcionamiento de las denomina-
das Bases AMBA de la AFI. 

Las investigaciones en curso han mostrado una profunda implicación de fuerzas policiales 
-federales, provinciales y Metropolitana- en las actividades desarrolladas por la AFI durante 
el periodo 2016-2019. El reciclaje de personal policial en actividades de inteligencia estatal 
y/o en la retroalimentación entre la faz operativa y las tareas de inteligencia es un fenómeno 
que puede rastrearse desde los orígenes de la DIPPBA. La cosmovisión policial le imprimió 
características particulares a la actividad de inteligencia criminal, que obraron en la profun-
dización de dinámicas operativas con resabios autoritarios y de policía política. 

Uno de los ejemplos destacados de la implicación de las fuerzas policiales en tareas de 
inteligencia ilegal durante el periodo 2016-2019 es el conocido como “proyecto AMBA”. 
Esta política llevada a cabo por la AFI implicó el despliegue de nueve (9) bases en el terri-
torio del Área Metropolitana de Buenos Aires (AMBA)34, conformadas mayoritariamente por 
agentes retirados de la policía de la Provincia de Buenos Aires. El proyecto se inició a fines 
de 2016 y estuvo vigente hasta fines de 2017, cuando fueron desarmadas 6 de las 9 bases. 
La propia conducción central de la AFI dio las órdenes ilegales por la resolución 558/17 que 
modificó la estructura orgánica de toda la Agencia.

El proyecto AMBA tomó estado público en abril de 2019 cuando, en el marco de la investi-
gación llevada adelante por el juez Ramos Padilla, la Comisión bicameral de fiscalización 
de organismos y actividades de inteligencia del Congreso nacional convocó a los entonces 
titulares de la AFI Gustavo Arribas y Silvia Majdalani35. En esa circunstancia, el director y 
la subdirectora de la Agencia reconocieron la existencia de un conjunto de delegaciones 
desplegadas en distintos puntos del AMBA que -según declararon- se habrían creado a los 
fines de confeccionar un mapa del crimen organizado y que fueron desarmadas una vez 
que dicha tarea fue concluida. En su presentación reconocieron que Pablo Pinamonti -que 
hasta el momento prestaba servicios en Asuntos Internos de la Policía Metropolitana- había 
sido contratado por la AFI en mayo de 2016 para conducir el proyecto como titular de la 
Dirección de Reunión de Información de la provincia de Buenos Aires. Asimismo, afirmaron 

34  Las bases se instalaron en los distritos de La Matanza, Pilar, Ezeiza, San Martín, Morón y Quilmes. Éstas se sumaron 
a las históricas bases de la Agencia ubicadas en La Plata, Mar del Plata y Bahía Blanca. 
35 https://www.perfil.com/noticias/politica/arribas-y-el-espionaje-a-vidal-no-podia-desconocer-la-bonaerense-donde-esta-
ban-los-agentes.phtml
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que Ricardo Bogoliuk fue contratado en mayo de 2017 como responsable de la delegación 
de Ezeiza por el período en que funcionó el Proyecto AMBA. Ambos, se encuentran pro-
cesados en la causa 88/2019 por haber formado parte de la asociación ilícita para-estatal 
dedicada a planificar y coordinar los planes de espionaje ilegal y coactivo, integrada por 
Marcelo D´Alessio, entre otros. 

Según se desprende de los procesamientos, las delegaciones AMBA desplegaron una in-
tensa tarea de espionaje a organizaciones sociales, activistas y familiares de víctimas de 
violencia institucional. Reproduciendo las viejas prácticas de la DIPPBA, estas delegaciones 
realizaron permanentes seguimientos a referentes políticos, sociales y gremiales y consig-
naron datos de locales partidarios y comunitarios, números de teléfono, domicilios, reseñas 
políticas y datos familiares. Como agravante, la investigación dio cuenta de que durante el 
año 2017 las delegaciones AMBA recopilaron, produjeron, analizaron y distribuyeron infor-
mación de tipo político vinculada a las elecciones de medio término que se desarrollaban 
en la provincia de Buenos Aires. Por estos delitos están procesados: 

− Gustavo Héctor Arribas, ex director general de la AFI

− Silvia Cristina Majdalani, ex subdirectora de la AFI

− Pablo Gonzalo Pinamonti, jefe de la Dirección de Reunión de Provincia de Buenos 
Aires

− Comisario retirado Vicente Antonio Melito, coordinador de las Bases

− Comisario retirado Daniel Alejandro Salcedo, ex jefe de Policía PBA 12/2007-02/2009 
(gestión ministro de Seguridad Stornelli), coordinador de las Bases

− Comisario retirado PBA Ricardo Oscar Bogoliuk, jefe Base Ezeiza

− Comisario retirado PBA José Luis Fiorentino, jefe Base San Martín

− Comisario retirado PBA Pedro Oscar García, jefe Base Quilmes

− Comisario retirado PBA Alicia Susana Nocquet, jefa Base Morón

− Comisario retirado PBA Gustavo Emilio Carreiras, jefe Base La Matanza

− Andrés Máximo Maisano, retirado del Ejército, ex carapintada indultado (decreto 
1004/89), jefe Base Pilar

− Roberto Hugo Bianchi, jefe Base La Plata

− Nicolás Iuspa Benítez, jefe Base Mar del Plata

− Jorge Sebastián Novais, Jefe Base Bahía Blanca

− Guillermo Coll, jefe Base Bahía Blanca

La totalidad de los imputados ex comisarios de la PBA ingresaron a la fuerza durante la úl-
tima dictadura cívico-militar; Melito, el último, en los años 1982/1983; Fiorentino fue agente 
de la DIPPBA. Para su funcionamiento fueron reclutadas cerca de 70 personas, sin contar a 
los otros 20 agentes que ya revistaban en las delegaciones de La Plata, Bahía Blanca y Mar 
del Plata. En el caso de estas últimas, denominadas “bases históricas”, funcionan desde la 
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década del ‘70 y tuvieron un activo rol en el terrorismo de Estado. Su actividad se encuentra 
registrada en el Archivo de la ex DIPPBA y los documentos pertinentes han sido remitidos 
a la justicia federal en diversas causas federales que investigan delitos de lesa humanidad 
cometidos en la última dictadura cívico-militar. 

Según las resoluciones dictadas por el Juzgado Federal de Dolores, las prácticas de inte-
ligencia política, social, gremial y estudiantil acreditadas en el expediente y realizadas por 
las bases comandadas por ex policías bonaerenses remiten a las prácticas autoritarias y de 
policía política desarrolladas por la ex DIPPBA. Tales circunstancias representan un verda-
dero retroceso en materia de política de seguridad en la provincia, a 45 años del golpe de 
Estado y a 23 años de la intervención de la Policía de la Provincia de Buenos Aires y de la 
disolución de la DIPPBA.

Otra línea de vinculación entre la AFI y las fuerzas policiales se encuentra asociada a la 
contratación de personal proveniente de la Policía Metropolitana. Ejemplo de ello es el caso 
de los agentes Leandro Cesar Araque, Jorge Horacio Sáez y Mercedes Funes Silva, quie-
nes ingresaron en comisión a la AFI durante 2016, provenientes de la Brigada de Investi-
gaciones de la Policía Metropolitana, y actualmente están procesados en la causa radicada 
en Lomas de Zamora a cargo del juez Augé. Se encuentran acusados de formar parte de 
una organización dedicada a realizar tareas de inteligencia ilegal con el fin de influir en la 
situación institucional, política, social, judicial y económica del país. En dicha causa también 
se encuentra procesado Alan Ruiz, quien ingresó a la Dirección de Operaciones Especiales 
de la AFI en 2018, luego de haber trabajado en el área de recaptura de la Policía Metropo-
litana, en la provincia de La Pampa y en el Comando Unificado Federal de Recaptura de 
Evadidos (CUFRE) del Ministerio de Seguridad durante la gestión de Patricia Bullrich.

La contratación de policías y ex policías en distintas áreas estratégicas de la AFI coincidió 
con una política masiva de espionaje político. Según puede observarse en el expediente de 
la causa radicada en Lomas de Zamora, las tareas desarrolladas en las bases operativas 
a cargo de Alan Ruiz se abocaron especialmente a seguimientos, recopilación de datos y 
confección de informes personales, acceso ilegítimo a bases de datos, infiltración en distin-
tos grupos y organizaciones sociales, entre otras maniobras ilícitas, afectando la intimidad 
de las víctimas y colocándolas en situaciones de vulnerabilidad.

3.2.1. Las víctimas del espionaje ilegal

Otro de los rasgos distintivos del período analizado está asociado a los destinatarios de las 
actividades de vigilancia, espionaje y control. Las investigaciones en curso dejaron al des-
cubierto que durante el periodo 2016-2019 los servicios estatales de inteligencia recolec-
taron, procesaron, analizaron y diseminaron (sin derivación judicial y bajo orden directa de 
la cúpula de la Agencia) información referida a dirigentes políticos (tanto oficialistas como 
opositores), activistas, empresarios, sindicalistas, periodistas, agrupaciones políticas, orga-
nizaciones sociales, centros comunitarios y familiares de víctimas de violencia institucional, 
por el sólo hecho de su pertenencia político-partidaria, social, sindical y/o cultural. Esto en 
clara colisión con lo que expresamente prohíbe la ley de inteligencia.



417
Informe anual  CPM 2021

La causa tramitada en Dolores permitió conocer que parte de la información producida por 
la AFI y otras agencias estatales era utilizada por agentes orgánicos e inorgánicos para la 
puesta en marcha de operaciones de desprestigio público, extorsión y coacción. Tales fue-
ron los casos del material encontrado en los dispositivos digitales de D´Alessio que daban 
cuenta de tareas de seguimiento y espionaje al por entonces director general de Aduanas, 
Juan José Gómez Centurión, y al agente aduanero Gabriel Traficante. Esta y otras estrate-
gias, que requerían la complicidad de funcionarios judiciales, han sido implementadas como 
mecanismo de extorsión y amedrentamiento sobre las víctimas de las operaciones que, en 
no pocas ocasiones, han accedido al direccionamiento de sus testimonios judiciales.

No menos relevante fue el rol asignado a determinados periodistas y medios de comuni-
cación en la difusión de operaciones al servicio de maniobras de desprestigio público y 
extorsión sobre las víctimas de espionaje. Y hubo divulgación de información y documen-
tación privada, en muchos casos proveniente de fuentes estatales reguladas por la ley de 
protección de datos.

No obstante, funcionarios, legisladores y referentes políticos no fueron las únicas víctimas 
de la actividad sistemática de espionaje. Tal como evidencian los expedientes menciona-
dos, la misma lógica de obtención de información y producción de inteligencia estuvo diri-
gida también sobre miembros de asociaciones civiles y movimientos sociales, periodistas y 
medios de comunicación, autoridades eclesiásticas que, según afirmó el Juez Augé, “se ac-
tivaba frente a cada situación de conflicto o inestabilidad contra alguno de estos sectores”. 
Otros blancos de seguimiento y producción de información fueron referentes gremiales 
como Hugo Moyano y su hijo Pablo Moyano, movimientos sociales, organizaciones comu-
nitarias y comunidades de pueblos originarios como la comunidad mapuche.

Por otro lado, periodistas y medios de comunicación alternativos también resultaron un foco 
de atención para el seguimiento y el espionaje desplegado por las agencias. En junio del 
2020 la AFI realizó una denuncia por el espionaje ilegal a más de 400 periodistas acredita-
dos para cubrir la cumbre del G20 en el 2018, y  28 académicos y 59 integrantes de ONG 
y organizaciones sociales acreditados para la cumbre de la OMC (2017). La investigación 
delegada en la fiscal federal Paloma Ochoa (y a cargo del Juzgado Federal 11) requirió el 
29/03 del corriente año las indagatorias de Gustavo Arribas, Silvia Majdalani, director y sub-
directora general de la AFI respectivamente, al ex director de Eventos Especiales de la AFI, 
Carlos Tonelli Banfi, y el ex director de Contrainteligencia, Martín Coste.

Otro de los focos de la actividad de inteligencia fueron familiares de víctimas de violencia 
institucional y otros delitos cometidos por acción u omisión del Estado: las delegaciones 
AMBA también desplegaron una intensa tarea de espionaje a esas organizaciones sociales 
y activistas. Reproduciendo viejas prácticas de la DIPPBA, estas bases realizaron perma-
nentes seguimientos a referentes políticos, sociales y gremiales, y se consignaron datos de 
locales partidarios y comunitarios, números de teléfono, domicilios, reseñas políticas y da-
tos familiares. Como agravante, la investigación dio cuenta de que, durante el año 2017, las 
delegaciones AMBA recopilaron, produjeron, analizaron y distribuyeron información de tipo 
político vinculada a las elecciones de medio término que se desarrollaban en la provincia de 
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Buenos Aires. Según se desprende de los procesamientos tramitados en la causa, hasta el 
momento se ha compulsado pruebas que verifica las siguientes tareas de espionaje:

- 45 organizaciones políticas, sociales y de derechos humanos espiadas

- 18 partidos políticos y frentes electorales investigados

- 45 informes de inteligencia sobre 13 gremios docentes

- 50 informes de inteligencia sobre organizaciones sindicales

Esta tendencia autoritaria a convertir la protesta social, la participación política, social, gre-
mial y de toda otra índole en objeto y víctimas de control y seguimiento de parte del Es-
tado confirma que las concepciones heredadas de la última dictadura militar continuaron 
formando parte del repertorio de actividades operadas por los servicios de inteligencia, en 
conjunción con las Fuerzas de Seguridad.

3.3. De los “Súper Mario” al espionaje en cárceles: las investigaciones en Lomas de 
Zamora

Otra investigación judicial importante que se está llevando adelante en materia de inteli-
gencia ilegal es la del el Juzgado Federal N° 2 en lo Criminal y Correccional de Lomas De 
Zamora, que posee la judicatura de este gran bloque de investigación judicial. Entre las 
diferentes acciones ilícitas investigadas, según la imputación que la fiscalía actuante ha 
realizado en su requerimiento, se investiga a una organización con inserción en el Estado 
nacional, provincial y local, integrada por diferentes personas, entre las que se encontraban 
funcionarios públicos y agentes de distintas fuerzas de seguridad y de inteligencia. Según 
se desprende de la investigación, dicha organización también se habría valido de herra-
mientas, personal y medios electrónicos de inteligencia, evidenciando una vez más la exis-
tencia de una estructura estatal y paraestatal al servicio de fines ilícitos. Este despliegue 
se sostuvo mediante un aparente manto de legalidad que facilitó el uso de forma abusiva y 
sistemática de las instituciones estatales para fines contrarios a la ley.

Esta CPM es querellante en el expediente en base a su condición de Mecanismo local de 
prevención de la tortura, dado que involucra la potencial violación de garantías y pactos in-
ternacionales de derechos humanos de raigambre constitucional de personas privadas de su 
libertad. En las causas los ejes principales de investigación son: el espionaje penitenciario, y 
el espionaje a políticos, empresarios, periodistas, representantes de diferentes cultos religio-
sos y dirigentes gremiales, entre otros.

3.3.1. Causa FLP 5056/2020: espionaje a dirigentes políticos

La formación del expediente se inició a raíz de una denuncia formulada por la interventora 
de la Agencia Federal de Inteligencia (AFI), Cristina Caamaño Iglesias Paiz, en la que soli-
citó se investigue la presunta comisión de un delito grave en el marco de la intervención de 
dicho organismo en el marco de la causa FLP 82441/2017 caratulada: “N.N. s/averiguación 
de delito”, radicada en el Juzgado Federal en lo Criminal y Correccional Nº 2 de Lomas de 
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Zamora, a cargo entonces de manera interina del juez Federico Hernán Villena.

En la denuncia consta que la actual intervención de la AFI tomó conocimiento de la “produc-
ción de inteligencia ilegal en los términos del art. 4 inc. 2 de la ley 25.520, contra personas 
políticamente expuestas, sin la debida autorización judicial”, agregando como antecedente 
del caso que la causa FLP 82441/2017, iniciada el 27/10/2017, cuyo origen fue un informe 
elaborado por la AFI en donde se advertía sobre la posible comisión de actividades que 
podrían en riesgo la seguridad nacional y el orden constitucional en encuentros como: la 
Cumbre G20 (CABA, a mediados de 2018), el II Congreso nacional de diálogo intercultural 
e interreligioso (Ushuaia, Tierra del Fuego, 1 y 2 de noviembre de 2017), la IV Conferencia 
mundial sobre la erradicación sostenida del trabajo infantil (CABA, 14 al 16 de noviembre de 
2017) y los III Juegos olímpicos de la juventud (CABA, 6 al 18 de octubre de 2018). En ese 
informe se solicitaba al magistrado interviniente que autorice y disponga que la AFI lleve a 
cabo el monitoreo en tiempo real de las cámaras de seguridad ubicadas en el aeropuerto 
Ministro Pistarini, así como de los accesos a la ciudad de Buenos Aire; solicitaba a su vez 
el acceso en tiempo real al 911 nacional. Las medidas de inteligencia solicitadas fueron 
autorizadas por el magistrado actuante por el término de 30 días. En función de ello, el ma-
gistrado interviniente autorizó las tareas de inteligencia solicitadas, y las prorrogó según los 
criterios y fundamentos expuestos por la AFI en aquella oportunidad.

En el marco de las tareas autorizadas por el magistrado a la AFI y con la sola excusa de 
“potenciales riesgos que habrían recibido en AFI, vinculados a funcionarios y ex funciona-
rios nacionales”, sin ser estos especificados, se produjo información de inteligencia ilegal 
–es decir, no autorizada por el juez interviniente y en clara violación del art. 4 inc. 2 de la ley 
25.520 -respecto de varios funcionarios y ex funcionarios: la ex presidenta y actual vicepre-
sidenta de la Nación, Cristina Fernández de Kirchner, el Instituto Patria, la ex gobernadora 
María Eugenia Vidal, el vicejefe de Gobierno de CABA Diego Santilli, el diputado nacional 
Waldo Wolff, entre otros. Respecto de este modus operandi, la Interventora de la AFI refirió 
en su denuncia que “...aparentemente, lo que ha sucedido, es que en el marco de esta cau-
sa se intentó «legalizar» el espionaje”.

En el marco de una serie de diligencias, que conllevaron pesquisas de gran magnitud, y 
atento al resultado de las diferentes medidas de prueba producidas en el expediente, el 
magistrado interviniente convocó en un primer momento a declaración indagatoria a Alan 
Flavio Ruiz y posteriormente a Gustavo Héctor Arribas, Silvia Cristina Majdalani y Martín 
Miguel Coste, respecto de quienes oportunamente se dictó auto de procesamiento en orden 
a los delitos tipificados en el art. 43 ter de la ley nacional de inteligencia 25520 -y su mo-
dificatoria, ley 27126-, y los arts. 248 y 293 del Código Penal. Los procesamientos fueron 
confirmados por la Sala I de la Cámara Federal de La Plata.

3.3.2. Expediente FLP 14149/2020: los “Súper Mario Bros”

Este expediente se inició como desprendimiento de la causa FLP 141377/2018 “NN S/ 
Infracción Ley 23.737 y art. 303 del Código Penal”, radicada en el Juzgado Federal en lo 
Criminal y Correccional 1 de Lomas de Zamora a raíz del surgimiento de varias hipótesis 
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investigativas relacionadas con hechos de narcotráfico, así como de la existencia de una 
organización integrada por agentes de la AFI, en la que se estableció que sus miembros 
realizaron distintas actividades violatorias de la ley 25.520. Asimismo, se establecieron vín-
culos irregulares e ilegales entre personal de la AFI –imputados en el expediente- con per-
sonal de Drogas Ilícitas de la Policía de la Provincia de Buenos Aires. Incluso uno de los 
imputados, Facundo Melo, habría facilitado medios para la concreción de un atentado y/o 
amenaza contra José Luis Vila, funcionario del Ministerio de Defensa de la Nación de la 
anterior gestión de gobierno. El objeto de la pesquisa resulta

…una organización con inserción en el Estado Nacional, Provincial y Local, integrada 
por una cantidad indeterminada de personas, entre quienes se encontraban funciona-
rios públicos y agentes de distintas Fuerzas de Seguridad y de Inteligencia […] esta 
organización se habría dedicado, mediante el uso abusivo y sistematizado de medios 
investigativos ilegales o bajo un aparente manto de legalidad, a la realización de se-
guimientos, toma de vistas fotográficas, obtención de video filmaciones, recopilación 
de datos y confección de informes personales, acceso ilegítimo a bases de datos, a la 
infiltración en distintos grupos y organizaciones sociales y a provocar el inicio irregular 
de investigaciones judiciales, entre otras maniobras ilícitas, afectando la intimidad de 
las víctimas y colocándolas en situaciones de vulnerabilidad, como ser el desprestigio 
personal, la violencia moral y la coacción psicológica, entre otras. Todo ello, tuvo por 
finalidad influir en la situación institucional, política, social, judicial y económica del 
país, en la vida interna de los partidos políticos legalmente constituidos, en la opinión 
pública, en personas, en medios de difusión o en asociaciones y agrupaciones legales 
de cualquier tipo, por sus acciones privadas, opinión política, adhesión o pertenencia 
a organizaciones religiosas, partidarias, sociales, sindicales, comunitarias, cooperati-
vas, asistenciales, culturales o laborales, así como por la actividad lícita que desarro-
llaran las víctimas en cualquier esfera de acción.

Mediante la realización de una gran magnitud de pesquisas, allanamientos y análisis fo-
rense de dispositivos electrónicos solicitados por los titulares del Ministerio Público Fiscal 
–a cargo de la instrucción-, se logró la acumulación de un inmenso cúmulo probatorio que 
acreditó que dentro de un grupo de Whatsapp denominado “Súper Mario Bross” se man-
tuvieron comunicaciones y material multimedia compartido, en los que se referían manio-
bras de espionaje (seguimientos, obtención de placas fotográficas de manera subrepticia, 
entre otras tareas de inteligencia) sobre personalidades políticas nacionales, entre las que 
se encuentra la vicepresidenta de la Nación, Cristina Fernández de Kirchner, el diputado 
nacional Nicolás Massot, surgiendo pseudónimos como “Ramona” y “Durazno”, como tam-
bién al dirigente sindical Hugo Moyano. En función de ello fueron convocadas a audiencia 
indagatoria (artículo 294 del CPPN) un total de 17 imputados, ordenándose la ampliación 
de indagatorias de 24 de ellos.

3.3.3. Expediente FLP 14149/2020/9: espionaje en las cárceles

La investigación fue iniciada como consecuencia del análisis investigativo realizado sobre 
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el teléfono celular del procesado Leandro Araque, en el que se constató la existencia de do-
cumentos que indican actividades ilícitas desplegadas por la organización sobre personas 
privadas de su libertad, como funcionarios públicos, sindicalistas, empresarios. La particu-
lar trama delictiva estaba conformada por agentes de organismos estatales que involucran 
a las máximas autoridades de la AFI, el Servicio Penitenciario Federal (SPF), agentes del 
Servicio Penitenciario Bonaerense (SPB) y del Ministerio de Justicia de la Provincia de Bue-
nos Aires, entre otros funcionarios públicos. 

En cuanto al eje penitenciario se ha podido revelar la realización de seguimientos, moni-
toreos, informes con diferente software de inteligencia, así como producción y análisis de 
información de personas privadas de libertad tanto en la órbita del SPF como en el SPB. 
Dichas maniobras, llevadas a cabo por ex agentes de la AFI y funcionarios penitenciarios 
sobre personas detenidas, se apoyaron en una estructura común armada en los diferentes 
establecimientos, que incluyó la colaboración de agentes de estas diferentes institucio-
nes –incluso introduciendo elementos electrónicos para el espionaje en las unidades. Los 
agentes articulaban y gestionaban en conjunto con toda la estructura de la AFI que fuera 
dispuesta para este plan sistemático de inteligencia, a fines de cumplir con los objetivos 
establecidos por la máxima cúpula de los organismos intervinientes. Así lo explican los 
mismos fiscales que instruyen en la causa al referirse en el requerimiento del “legajo 9” 
incidente de la causa madre que

…si bien para el espionaje de este conjunto de víctimas la inteligencia desde el SPF 
tuvo un rol crucial, la información generada desde allí fue tributaria de los objetivos de 
espionaje ilegal establecidos desde los imputados de AFI, quienes recibieron como 
insumo la información generada desde el sistema carcelario, la llevaron a instancias 
ulteriores y a su vez no limitaron su propósito de espionaje ilegal sobre personas 
detenidas al SPF, sino que también lo extendieron a establecimientos carcelarios del 
Servicio Penitenciario Bonaerense…

Algunos programas dispuestos por el gobierno de Mauricio Macri, como el de Intervención 
para la reducción de índices de corruptibilidad (IRIC), fueron el sustento principal de infor-
mación directa donde se obtuvo, almacenó y analizó información de las personas deteni-
das; cuestión no menor, ya que se encontraban ex funcionarios y empresarios a los cuales 
se los espió e investigó ilegalmente para obtener algún rédito a favor del gobierno. Es decir 
que este circuito institucional se sirvió de dicho programa de forma ilegítima, apoyado en 
un tenue marco normativo creado y pensado supuestamente para reducir los índices de 
corruptibilidad de las personas detenidas que antes habían sido funcionarios públicos. En el 
dictamen, los acusadores señalaron que una serie de resoluciones dictadas por el entonces 
director nacional del SPF, Emiliano Blanco, permitieron aumentar la cantidad de funciones 
a la Dirección de Análisis de la Información de ese organismo, y crearon otras oficinas y 
departamentos que funcionaron por fuera de la supervisión administrativa del Servicio Pe-
nitenciario, lo que facilitó el espionaje ilegal.

Otro mecanismo que se utilizó como contención para darle un manto de legalidad a estas 
acciones de espionaje político fue el convenio firmado por la AFI en conjunto con el SPF, 
bajo la administración de Mauricio Macri. Mediante este convenio secreto de cooperación, 
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se permitió que se utilizaran diferentes actividades, todas difusas y con fuerte incidencia en 
la “asistencia tecnológica” de la AFI, lo que lleva a sospechar que se utilizó para instalar el 
cableado con micrófonos y cámaras, además de dar luz verde al tráfico de informes sobre las 
personas privadas de la libertad por corrupción. En definitiva, se usó como justificativo para 
interceptar comunicaciones que mantenían los internos en los teléfonos públicos, de donde 
se grabaron conversaciones privadas luego difundidas a través de medios de comunicación.

Con este convenio se confirma la existencia de ese fluido flujo de información entre ambos 
organismos que, por la vastedad de las posibles acciones que habilitaba, pudo haberse 
usado perfectamente como justificación del cableado para espiar a los presos, cuyas fami-
lias, conocidos y abogados en varios casos también fueron monitoreados sin justificación 
legal alguna. El acuerdo fue firmado el 8 de junio de 2018, año de mayor producción de 
inteligencia ilegal por parte de la AFI.

La interventora de la AFI dispuso la baja del convenio que el organismo había suscripto con 
el Servicio Penitenciario Federal. En su resolución estipula que la facultad de celebrar con-
venios con otras instituciones tiene como condición legal el ser de utilidad a las funciones 
asignadas al organismo “mas no para la violación de garantías constitucionales de los ciu-
dadanos que se encuentran intramuros como tampoco de aquellos que viven en libertad”. 
Concluyó además que “no existen presupuestos legítimos que motivaron la suscripción del 
convenio -y menos aún existen razones para mantener su vigencia- como tampoco se re-
gistraron en los fundamentos de la resolución las razones que llevaron a tal acto”.

Se ha establecido a lo largo de esta pesquisa la coordinación para la producción ilícita de 
información de inteligencia en perjuicio de personas privadas de libertad, de sus familiares, 
sus amigos y abogados, situación ésta de extrema gravedad institucional, violatoria de 
garantías mínimas y derechos fundamentales. En ese marco, se produjeron perfiles ideo-
lógicos, se delinearon blancos y se erigió un mecanismo de vigilancia masiva único desde 
el retorno a la democracia, restableciendo prácticas persecutorias e ilegales propias de las 
agencias de inteligencia que conformaron la comunidad informativa de la última dictadura 
cívico-militar. En función de ello fueron procesados los ex titulares de la AFI, Gustavo Arri-
bas y Silvia Majdalani, el ex director nacional del SPF, Emiliano Blanco, el ex director de la 
Dirección Principal de Análisis de la Información del SPF, Cristian Suriano, el segundo jefe 
de esta Dirección, Juan Carlos Silveira, el jefe del Departamento de Asuntos Internos del 
SPF, Miguel Ángel Perrota, y varios agentes de ambos organismos. 

3.3.4. Inteligencia ilegal en el sistema penitenciario bonaerense

En el ámbito de la provincia de Buenos Aires se detectó un cableado, implantación de micró-
fonos y cámaras subrepticias en la Alcaidía Departamental 3 de Melchor Romero. Las mis-
mas habrían tenido como objetivo, al menos, la vigilancia ilegal de quiénes podrían haber sido 
alojados allí, como el dirigente gremial del Sindicato de Camioneros, Pablo Moyano. Esto fue 
desarrollado, al menos, entre los días 8 y 24 de agosto de 2018. Asimismo, dicha instalación 
se habría fundado en el traslado a esa dependencia de los imputados por el “triple crimen de 
General Rodríguez”, los hermanos Martín y Christian Lanatta y Víctor Schilacci.



423
Informe anual  CPM 2021

Los allanamientos ordenados por el juez federal Federico Villena establecieron no sólo la 
instalación de cámaras de seguridad y un DVR en ese establecimiento sino otros elementos 
que luego fueron retirados por quienes los habían instalado; en, al menos, las celdas 2, 3 y 
4, SUM y patio interno del pabellón 6, la oficina de asistencia y tratamiento (a cargo enton-
ces de Gastón Barcia) y el locutorio de abogados donde, durante el lapso en que estuvieron 
instalados los equipos los profesionales, se entrevistaban con las personas privadas de 
libertad a quienes asistían en su defensa técnica. Las cámaras instaladas en el interior y el 
exterior del pabellón 6 siguieron funcionando, así como la grabadora continuó registrando 
imágenes de las personas privadas de libertad hasta que fueron apagadas por personal 
penitenciario36.

Por tales hechos se encuentran procesados Darío Emiliano Picabea, Fernando Gustavo 
Whaler, Sebastián Alejandro Iglesias, Claudio Héctor Marcus, Silvia Cristina Majdalani, Alan 
Flavio Ruiz y Andrés Patricio Rodríguez, por haber implementado un sistema para realizar 
acciones de inteligencia ilegal mediante la instalación de micrófonos y cámaras en dicha 
Alcaidía. Según ha determinado la investigación judicial, 

Silvia Majdalani le ordenó a Alan Ruiz la colocación de dispositivos para captación de imá-
genes y voces en celdas, oficinas, sala de abogados y espacios comunes de la Alcaidía 
Departamental 3 de La Plata, “Melchor Romero”, dependiente del Ministerio de Justicia de 
la provincia de Buenos Aires. Tal orden fue ejecutada por un grupo de agentes de la AFI 
compuesto por Darío Emiliano Picabea, Fernando Gustavo Whaler, Sebastián Alejandro 
Iglesias y Claudio Héctor Marcus (área de Operaciones Técnicas de la Dirección Opera-
cional de Contrainteligencia de la AFI), quienes se identificaban falsamente como miem-
bros del Ministerio de Justicia de la Provincia de Buenos Aires. Éstos, a su vez, actuaron 
bajo las órdenes y coordinación de Andrés Patricio Rodríguez, funcionario del Servicio 
Penitenciario de la Provincia de Buenos Aires, que actuó como agente inorgánico de la 
Agencia Federal de Inteligencia, subordinado de Alan Ruiz y Silvia Majdalani37. 

Cabe destacar que Andrés Rodríguez también participaba de las maniobras de inteligencia 
ilegal desarrolladas por la asociación ilícita investigada, concurriendo en numerosas opor-
tunidades a la base de la AFI situada en CITEFA.

Asimismo, se vislumbra en el expediente que esta acción ilegal fue coordinada con el en-
tonces subsecretario de Política Penitenciaria y actual juez federal de La Pampa Juan José 
Baric y la directora de la Alcaidía, Natalia Roussillon. El imputado Alan Ruiz declaró que “el 
sistema de vigilancias consta de cámaras de perímetro y que trabajaron en conjunto con el 
Ministerio de Justicia de la Provincia de Buenos Aires”.

La resolución judicial que dictó el auto de procesamiento a más de 40 personas imputadas 
en el expediente concluyó que “Lo sucedido con la cárcel Melchor Romero del SPB no deja 
lugar a dudas sobre el propósito de espiar ilegalmente a personas privadas de libertad, pla-

36  Auto de procesamiento de febrero del corriente año, en el marco de las causas FLP 14149/2020; 14149/2020/9 y su 
acumulada 5056/2020.
37  Auto de procesamiento de febrero del corriente año, en el marco de las causas FLP 14149/2020; 14149/2020/9 y su 
acumulada 5056/2020
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nificado desde las máximas autoridades de la AFI”. 

Dado que las reparticiones funcionaron en la órbita del Ministerio de Justicia de la provin-
cia de Buenos Aires y la Subsecretaría de Política Penitenciaria debe desarrollarse una 
amplia investigación, a nivel judicial en las causas en curso y a nivel parlamentario, para 
determinar las responsabilidades que le pudieran caber a las autoridades a cargo de dichas 
dependencias.

3.4. Causa CFP 2916/2020: interceptación ilegal de correos electrónicos

Otro de los expedientes en los que interviene la CPM se encuentra radicado en el Juzga-
do Criminal y Correccional Federal N° 8 de Comodoro Py, bajo el número de expediente 
2916/2020, cuyo titular es el juez Marcelo Martínez de Giorgi. Dicha causa se inicia con la 
denuncia –que luego fue ampliada– realizada por la interventora de la Agencia Federal de 
Inteligencia (AFI), Graciela Caamaño, en el marco de las tareas de relevamiento dispues-
tas por la intervención mediante decreto PEN 52/2019. En la causa la CPM patrocina al 
senador provincial Gustavo Traverso y, de manera conjunta con la Asamblea Permanente 
de Derechos Humanos (APDH), a la diputada nacional mandato cumplido Gabriela Troiano.

La actual intervención en la AFI encontró un disco rígido del que habría sido posible resca-
tar información que daría cuenta de la práctica ilegal de espionaje. Más precisamente, la 
interventora denunciante informó que se había podido rastrear la conexión de dispositivos 
extraíbles en los que obraría información de los correos electrónicos de una considerable 
lista de personas, entre las que se encontraban políticos, dirigentes gremiales, periodistas, 
fuerzas de seguridad, entre otras. 

A través de la recuperación de datos -según consta en el requerimiento fiscal Jorge Di Lello- 
se consiguió detectar “el registro de conexión de dispositivos extraíbles ‘pen drives’ en los 
cuales se había realizado un proceso sistemático de colección de información correspon-
diente a los correos electrónicos privados de numerosas personas vinculadas a la actividad 
política entre otros”.

Según consta en dicho pronunciamiento fiscal, Caamaño afirma que estos hechos de don-
de se obtuvo información se dieron con el objetivo de producir inteligencia ilegal en los 
términos del artículo 4 inc. 2 de la ley 25.520, ya que no hay existencia de orden judicial 
alguna que hubiese requerido dicha práctica y, por lo tanto, que la misma había sido obte-
nida ilegalmente violando las más elementales garantías y derechos constitucionales y las 
normas vigentes. También que se perpetraron infracciones a la ley 26.388, en concreto los 
delitos tipificados en los artículos 153 y 153 bis del Código Penal, y también incurriendo 
en las prohibiciones enmarcadas en el artículo 43 ter de la ley de inteligencia nacional que 
regulan las infracciones que se prevén en el artículo 4 inc. 2 y el artículo 5 de dicho plexo 
normativo. 

Asimismo, nos encontramos ante la violación de la ley 25.326, de protección de datos perso-
nales. En su art. 7 inc. 3 estipula que “Queda prohibida la formación de archivos, bancos o 
registros que almacenen información que directa o indirectamente revele datos sensibles. Sin 
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perjuicio de ello, la Iglesia Católica, las asociaciones religiosas y las organizaciones políticas y 
sindicales podrán llevar un registro de sus miembros”. En este sentido, el art. 2 de la ley define 
datos sensibles como “Datos personales que revelan origen racial y étnico, opiniones políti-
cas, convicciones religiosas, filosóficas o morales, afiliación sindical e información referente a 
la salud o a la vida sexual”. En línea con lo antes expresado, la legislación internacional con 
raigambre constitucional, como la Declaración Universal de los Derechos Humanos, estable-
ce en el artículo 12 que: “Nadie será objeto de injerencias arbitrarias en su vida privada, ni 
su familia, ni cualquier entidad, ni de ataques a su honra o su reputación. Toda persona tiene 
derecho a la protección de la ley contra tales injerencias o ataques”. Resguardan los mismos 
derechos el artículo 17 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y el art. 11 de 
la Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José).

En este marco, el 23 de julio de 2020 la intervención de la Agencia Federal de Inteligencia rea-
lizó una presentación titulada “Amplía denuncia” en el marco de la causa 2916/20, que puso en 
conocimiento del hallazgo de un nuevo disco rígido en dependencias del organismo que conten-
dría correos electrónicos de distintas personas obtenidos a partir de presuntas actividades de 
inteligencia ilegales. En ambos discos se encuentra información almacenada y producida para 
su uso en franca infracción a las acciones expresamente prohibidas por las leyes de inteligencia 
nacional. Allí se violaron múltiples derechos humanos, un hecho de inusitada gravedad ya que 
la AFI es el organismo de inteligencia más importante del SIN, y estrictamente debe ajustarse 
según ley “…a las previsiones contenidas en la primera parte Capítulos I y II de la Constitución 
Nacional y en las normas legales y reglamentarias vigentes…” (art.3 ley 25520).

Esta denuncia deja en evidencia que la AFI se valió de todas las herramientas técnicas y 
recursos específicos propios, como de su característica de reserva en su funcionamiento, 
desnaturalizando su razón de ser dentro de las instituciones democráticas y violando los 
principios más básicos del derecho. Por tales hechos se encuentran imputados Mauricio 
Macri, Gustavo Héctor Arribas, Silvia Cristina Majdalani, Darío Biorci (ex jefe de Gabinete 
de la AFI), Agente AFI A de identidad reservada y Agente AFI B de identidad reservada.

3.5. Espionaje a familiares del ARA San Juan

Una denuncia realizada por la interventora Caamaño dio origen a la causa FMP 8.559/2020, 
que se instruye en virtud del relevamiento de información obtenido de la intervención dis-
puesta y en cumplimiento de una diligencia judicial ordenada por el juzgado de Ramos 
Padilla, donde se toma conocimiento de la producción de inteligencia ilegal contra los fa-
miliares de los 44 tripulantes y personas transportadas del submarino ARA San Juan. En 
dicha presentación se menciona que se acreditaron tareas de seguimiento, vigilancia, aco-
pio de información, toma de fotografías, y producción de diferentes informes y documentos 
a familiares, amigos y allegados de los tripulantes del submarino en la ciudad de Mar del 
Plata, mientras las tareas de búsqueda y rescate todavía no habían dado con los restos de 
la nave. Es dable destacar que el material probatorio se encontró en diferentes soportes 
tecnológicos utilizados en la delegación provincial de la AFI de Mar del Plata, una de las 
denominadas “bases históricas” -ya que su pasado represivo se registra desde momentos 
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previos al golpe de Estado de marzo de 1976- y actuó en conjunto con las bases del Pro-
yecto AMBA, implementado por la AFI entre 2017 y 2018.

3.6. Inteligencia y hostigamiento sobre familiares y amigos de víctimas de la masacre 
de Monte

Ocurrida la masacre de San Miguel del Monte, familiares, vecinos y vecinas realizaron 
diversas manifestaciones y actividades públicas para reclamar justicia. Desde un principio 
advierten la presencia de policías sin uniforme que, de manera intimidante, los siguen y ob-
servan reiteradamente. La CPM denunció estos hechos ante el procurador general Conte 
Grand por la gravedad institucional que revisten los hechos, y ante el juez federal de La 
Plata Ernesto Kreplak, por violación de la ley nacional de inteligencia y de seguridad interior.

Estos episodios fueron denunciados el día 5 de julio de 2019. Ese día, la CPM y sus miem-
bros, junto con familiares de víctimas realizaron la presentación del informe especial produ-
cido por la CPM a cuarenta y cinco días de la masacre de Monte. Durante el transcurso de 
la actividad, personas desconocidas para los familiares (luego identificadas como personal 
policial sin uniforme) observaban con detenimiento el desarrollo de la actividad, en clara 
actitud amenazante. Al mismo tiempo se movilizaban en autos particulares sin patente. 

En la denuncia, la CPM manifestó que los familiares identificaron la presencia del entonces 
jefe de la División de Enlace Institucional de la Superintendencia de Inteligencia Criminal, 
Walter De La Fuente, junto a otros policías de civil de la Departamental San Vicente. De 
La Fuente ya había participado de reuniones con los familiares de las víctimas e incluso 
se acercó a ellos en diferentes momentos mostrándole su apoyo en la causa. En algunos 
casos lo hizo ocultando su condición de funcionario de alto rango en el área de inteligencia 
de la Policía de la Provincia de Buenos Aires. Asimismo, a poco del regreso a la localidad de 
San Miguel del Monte de la víctima y sobreviviente de la masacre, Rocío Quagliarello, este 
funcionario se dirigió a su domicilio. Según los presentes en dicha oportunidad, se acercó 
a visitarla llevándole como obsequio un peluche y una caja de bombones, y refirió “brindar 
su apoyo a la familia”. 

Actualmente la causa se encuentra frenada por cuestiones de competencia entre la justicia 
federal y provincial. Su situación será analizada por la CSJN, que definirá su jurisdicción. 
Esta situación es sintomática del funcionamiento de un sector de la Justicia que, ante la 
gravedad de estos hechos y sin haber impulsado medidas de prueba, paraliza las inves-
tigaciones en detrimento de las víctimas, en este caso, espiadas ilegalmente luego de la 
masacre de sus hijos e hijas.

3.7. Causa Dirección Nacional de Migraciones

Uno de los aspectos salientes que aparece de modo recurrente en las investigaciones ju-
diciales mencionadas se vincula al constante flujo de información de procedencia estatal 
que funcionó como insumo fundamental de las actividades de inteligencia ilegal de los dis-
tintos esquemas operativos. Gran parte de las acciones se sostenían en datos de cruces 
de llamadas, registros migratorios, datos procedentes de bases confidenciales de la AFIP, 
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informes de la UIF, expedientes judiciales de carácter reservado, entre otros.

La causa 4262/2017 a cargo del juez Rodolfo Canicoba Corral investiga el seguimiento a 21 
magistrados –jueces de la Corte Suprema, magistrados del fuero federal y de tribunales ora-
les- a través del acceso irregular a sus movimientos migratorios por la vía del sistema infor-
mático de la Dirección Nacional de Migraciones. La investigación arrojó que los organismos 
desde donde se tramitó el mayor número de registros fueron la AFIP, el Ministerio de Seguri-
dad, la Unidad de Información Financiera, la Policía Metropolitana, Gendarmería, Prefectura, 
la Policía de Seguridad Aeroportuaria, la Policía Federal y la Procuración General.

En esta misma dirección, en marzo del corriente año la actual administración de la Direc-
ción Nacional de Migraciones denunció ante la justicia el funcionamiento durante el periodo 
2016-2019 de un sistema paralelo de alertas silenciosas mediante el cual se realizó el se-
guimiento ingresos y egresos del país de más de 58 mil personas, sin respaldo el judicial 
o administrativo. El acceso al sistema de la Dirección Nacional de Migraciones se realiza a 
través de claves otorgadas por el organismo a distintas dependencias públicas autorizadas. 
Durante el periodo señalado, se multiplicó exponencialmente el número de claves otorga-
das, destacándose el incremento de aquellas otorgadas a la Policía Metropolitana38.

Cabe desatacar que la multiplicación de estos esquemas de circulación ilegal de informa-
ción no sólo no fue advertida por las agencias estatales de inteligencia sino que, en no 
pocas oportunidades, ha funcionado bajo su connivencia y complicidad y se ha convertido 
en insumo para tareas de espionaje interno. Estos hechos, además de colisionar con lo 
establecido por la ley de inteligencia, constituyen una grave afectación de la privacidad y a 
la protección de los datos personales de las personas espiadas. 

38  Desde la Dirección Nacional de Migraciones se afirmó que al comienzo de la actual gestión se identificó que la Policía 
de la Ciudad de Buenos Aires contaba con un total de 20.400 claves. Dato que resulta aún más sugestivo si se considera 
que la fuerza contaba en aquel momento con 13.000 efectivos policiales.
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4. OTRAS ACCIONES DE LA CPM

La CPM ha realizado otras intervenciones en base a hechos y circunstancias de las que 
ha tomado conocimiento o se le ha requerido su intervención. Tal es el caso de la grave 
situación institucional que presenta el funcionamiento del Ministerio Público Fiscal de la pro-
vincia de Buenos Aires, en cabeza del procurador general Julio Marcelo Conte Grand. Ello 
en función de irregularidades, prácticas arbitrarias y actividades de inteligencia ilegal de-
nunciadas, en particular, en la jurisdicción del Departamento Judicial de Lomas de Zamora.

Asimismo, se ha realizado una presentación y participación en audiencia en el ámbito de la 
Comisión bicameral del Ministerio Público Fiscal de la Nación, en base al funcionamiento 
y objetivos de la Secretaría de Análisis Integral del Terrorismo Internacional. Asimismo, la 
CPM ha intervenido ante el Ministerio de Seguridad de la Nación en relación a los proce-
dimientos de investigación criminal sobre fuentes abiertas (OSINT), acciones conocidas 
como ciberpatrullaje. 

4.1. Inteligencia ilegal y funcionamiento arbitrario del MPBA

Mediante notas remitidas a la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires 
(SCJBA), así como al Gobernador, al Ministro de Justicia y Derechos Humanos, a los presi-
dentes de ambas cámaras de la Legislatura provincial y al titular de la Comisión Bicameral 
de Enjuiciamiento del Senado de la Provincia de Buenos Aires, la CPM informó, manifesta-
do preocupación y solicitado medidas ante la grave situación por el funcionamiento irregular 
y arbitrario del Ministerio Público Fiscal del Departamento Judicial Lomas de Zamora. Esto 
ha sido, en principio, en perjuicio de magistrados independientes de la jurisdicción.

Mediante nota 1672/2020, informamos y manifestamos la preocupación institucional res-
pecto de los hechos puestos en conocimiento por el actualmente licenciado fiscal general 
de Lomas de Zamora, Enrique Ferrari. Las irregularidades funcionales de los representan-
tes del Ministerio Público Fiscal de dicha jurisdicción denunciados por el Magistrado darían 
cuenta del desarrollo de investigaciones arbitrarias y selectivas por parte de funcionarios de 
la Unidad de Coordinación de Delitos complejos y Crimen Organizado, a cargo de Sebas-
tián Scalera. Tales acciones habrían conllevado el involucramiento irregular de agentes de 
la AFI y del Ministerio de Seguridad de la Nación. Asimismo, se ha descripto un mecanismo 
de hostigamiento, persecución judicial y disciplinamiento instrumentado por la Procuración 
General ante la SCJBA. Todas estas denuncias se encuentran tramitando ante la Suprema 
Corte de Justicia de la provincia de Buenos Aires.

En el mismo orden de ideas, el 19 de febrero del corriente año recibimos una nota de la 
Asociación Judicial Bonaerense (AJB) en relación a las denuncias de gravedad institucional 
realizadas ante la Suprema Corte provincial por Gabriel Vitale -titular del Juzgado de Ga-
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rantías N° 8 de Lomas de Zamora-, en las que se detalla una serie de persecuciones me-
diante procedimientos de carácter ilegítimo e ilegal contra su persona y otros magistrados 
por parte de la Fiscalía General de ese departamento judicial y avaladas por el Procurador 
General de la Suprema Corte. Ante los hechos informados por la AJB, la CPM presentó un 
informe ante la SCJBA en el que se denunciaron: injerencias irregulares del Ministerio de 
Seguridad de la Nación e intentos de inclusión irregular de la figura del arrepentido, per-
secución y apertura de investigaciones penales arbitrarias en perjuicio de magistrados del 
fuero civil, actividades de inteligencia ilegal por parte del Ministerio Público Fiscal de Lomas 
de Zamora, utilización irregular de IPP “reservadas” o “secretas” para ordenar medidas 
investigativas sin control judicial, tales como información bancaria, informes de tráfico tele-
fónico, datos migratorios, entre otras.

Los hechos denunciados guardan estrecha vinculación con circunstancias investigadas en 
la causa FLP 14149/2020 (conexa causa FLP 5056/2020 del registro del Juzgado Federal 
Nº 2 de Lomas de Zamora), en cuanto al espionaje político e intento de direccionamiento de 
testimonios de arrepentidos colaborados realizado en perjuicio de los dirigentes gremiales 
Hugo y Pablo Moyano, entre otros; así como las presiones recibidas por el juez de Garan-
tías Luis Carzoglio por parte del funcionario de la AFI Juan Sebastián De Stéfano (ex jefe 
de la Dirección de Asuntos Jurídicos), actualmente procesado.

En el caso, es de particular referencia la situación del ex fiscal de la Unidad de Delitos 
Complejos del Departamento Judicial de Mercedes, Juan Bidone, procesado por el delito 
de asociación ilícita, violación de la ley de inteligencia, coacción e incumplimiento de los 
deberes de funcionario público en perjuicio de diez personas; entre las acciones imputadas 
se encuentra la realización de actividades de espionaje político (causa FMP 88/19, a cargo 
del Juzgado Federal de Dolores), por la forma irregular de instruir determinadas IPP de ca-
rácter secretas, paralelas o reservadas, en el marco de la investigación por el triple crimen 
de General Rodríguez, en agosto de 2008.

Respecto de esa investigación judicial, una vez aceptada la competencia por la justicia 
federal porteña y remitido el legajo de investigación del triple crimen y la búsqueda de 
Pérez Corradi, Bidone conservó un legajo de investigación reservado de la causa, que fue 
tramitado sin ningún tipo de formalidad y de manera paralela. El Juez advirtió que dicha 
IPP “consiste en recopilaciones extensas –a veces de un cuerpo entero de actuaciones– de 
listados de llamadas diversos, sin que en ningún caso conste el decreto ni las razones for-
males por las cuales se formulaban dichos requerimientos”. Al respecto, el Juzgado Federal 
interviniente ha dicho sobre el accionar de Bidone: “en connivencia con otros imputados 
(…) utilizaba esas actuaciones –en legajos fiscales reservados- para reclamar información 
sensible sobre determinadas personas que por diferentes razones fueron objeto de distinto 
tipo de actividades ilícitas por parte de la organización”39.

39  Ver auto de procesamiento de fecha 14/05/2019, en el marco del expediente 88/19, “D´Alessio, Marcelo Sebastián y 
otros s/ asociación ilícita y otro” del registro del Juzgado Federal de primera instancia de Dolores.
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4.2. Presentación ante la comisión bicameral del MPF de la Nación: el caso de la SAIT

El 3 de agosto del 2020, la CPM presentó ante la Comisión bicameral permanente de segui-
miento y control del Ministerio Público de la Nación una nota planteando la preocupación y 
agregando consideraciones respecto de los objetivos y funcionamiento de la Secretaría de 
Análisis Integral del Terrorismo Internacional (SAIT), creada por mediante resolución PGN 
70/2018 en el ámbito de la Procuración General de la Nación. Sus titulares son Juan Ma-
nuel Olima Espel y Armando Antao Cortez. Entre sus fundamentos se encuentra “promocio-
nar un abordaje proactivo para contribuir a la oportuna detección, interrupción y respuesta 
al fenómeno criminal del terrorismo y el extremismo violento”. 

Al respecto se tomó conocimiento de que la SAIT participó “en una mesa de trabajo inte-
rinstitucional integrada por la Agencia Federal de Inteligencia, la Dirección de Inteligencia 
Criminal del Ministerio de Seguridad, la Dirección Nacional de Migraciones y la Dirección 
de Investigaciones Complejas del Ministerio de Seguridad cuyo objetivo es la confección de 
una Estrategia nacional preventiva antiterrorista” (Informe Anual 2018 MPF: 31). 

Entre las funciones y objetivo de análisis de la SAIT vinculados al fenómeno del terrorismo 
o el “extremismo violento” (concepto que carece de definición clara en la resolución de crea-
ción y organización interna), podemos mencionar:

Utilización de tecnologías de la información, especialmente Internet (incluida la Deep Web 
y la Dark Web) para radicalización, adiestramiento y reclutamiento. Vinculación de alias 
cibernéticos con personas físicas. Propaganda y glorificación: mensajes para contrarres-
tar su contenido. Radicalización en cárceles. Desarrollo de Programas de rehabilitación. 
Importancia de la participación de educadores y trabajadores sociales en la detección 
temprana de personas vulnerables a la radicalización. Involucramiento de las comunida-
des primarias (referentes religiosos, jóvenes líderes, programas de empresas, sociedad 
civil) en la prevención del extremismo violento. Elaboración de un Plan Nacional para con-
trarrestar el extremismo violento con perspectiva de género y la participación de jóvenes 
(Resolución PGN N°86/2018).

A su vez, resulta pertinente describir el contexto en el que fue creada la SAIT. En primer lugar, 
se produjo durante un proceso fuertemente represivo y estigmatizador de las protestas en 
torno a la recuperación territorial mapuche en la Patagonia, que tuvo como antecedente el 
conflicto entre el Pu Lof en Resistencia Cushamen y la empresa Benetton, en marzo de 2015. 
Así, se realizaron tareas de inteligencia ilegal desarrolladas por la Agencia Federal de Inteli-
gencia (AFI) que culminaron con el procesamiento de un agente, dos fiscales de la Fiscalía 
de Esquel y dos oficiales de la Policía de Chubut40. En el marco de esta trama irregular, las 
comunidades que participaron de los conflictos fueron vinculadas a la organización RAM (Re-
sistencia Ancestral Mapuche), asociando dichas reivindicaciones como actos de terrorismo. 

40  En febrero de 2017, el juez federal Guido Otranto procesó por violación de la ley de inteligencia 25.520 a los fiscales 
de Chubut Fernando Rivarola y María Bottini, al agente de la AFI Dante Claudio Giménez y a los policías provinciales 
Claudio Rodríguez y Adrián Muñoz. En el caso de ambos fiscales y los oficiales de policía, la Cámara de Casación 
Penal revocó el procesamiento y luego fueron sobreseídos por el juez federal Otranto, y confirmó el procesamiento del 
agente de la AFI, Dante Giménez.
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Durante la gestión Cambiemos en 2017, en el marco de la búsqueda de Santiago Maldonado 
y del asesinato de Rafael Nahuel en manos de la Prefectura Naval Argentina, la entonces 
ministra de Seguridad de la Nación, Patricia Bullrich, exacerbó la hipótesis de la RAM como 
organización terrorista. La información sobre su supuesta organización y accionar fue siste-
matizada en una publicación realizada por el Ministerio de Seguridad y elaborada a partir de 
información de inteligencia41. Debemos destacar que en base a ello se denunciaron activi-
dades de espionaje ilegal sobre la familia de Maldonado42. También se supo, a través de un 
medio de comunicación, que el Ministerio de Seguridad de la Nación denunció ante la justi-
cia federal el hallazgo de material informático en dependencias de la Dirección Nacional de 
Inteligencia Criminal (DNIC), que contendría el acopio de información de inteligencia sobre 
la RAM, supuestas personas vinculadas y otros actores relacionados al conflicto del Lof en 
resistencia43. Esto se desarrolló en un contexto iniciado en diciembre de 2015 de contrarre-
forma del Sistema Nacional de Inteligencia: la modificación de la ley nacional de inteligencia 
(ley 27.126 que creó la AFI) y el decreto 1311/2015 (Nueva Doctrina de Inteligencia Nacional).

Por otra parte, contemporáneo a la creación del SAIT, fue modificado el sistema de defensa 
nacional, mediante los decretos 683/18 y 703/18, Directiva de Política de Defensa Nacional, 
(ambos derogados recientemente por el Presidente de la Nación mediante el 571/2020). 
Principalmente, los decretos otorgaban a las Fuerzas Armadas la posibilidad de actuar en 
forma disuasiva o efectiva ante agresiones de origen externo, sin que tales agresiones pro-
vengan de otros Estados (tal el texto del entonces derogado y nuevamente vigente decreto 
727/06). Todo ello desnaturalizando y transgrediendo los límites entre seguridad interior 
y defensa nacional (leyes 24.059 y 23.554 respectivamente), así como los compromisos 
internacionales de nuestro país asumidos en la resolución 3314/74 de Naciones Unidas.

Tales antecedentes normativos mencionados, así como el conjunto de temas enunciados 
entre los objetivos de la SAIT y los términos utilizados para ello, denotan una estrecha fa-
miliaridad con la doctrina norteamericana de las “nuevas amenazas” y poca coincidencia 
con un diagnóstico certero respecto de las problemáticas del país en materia de crimen 
organizado. La participación de la Secretaría, en septiembre de 2018, en el taller Preven-
ción del terrorismo y crimen transnacional, co-organizado por la Oficina Internacional para 
el Desarrollo, Asistencia y Capacitación del Departamento de Justicia de Estados Unidos 
de América y la Embajada de los Estados Unidos de América en la República Argentina, 
evidencia dicha influencia.

Se destaca, por otro lado, el expreso contenido estigmatizante sobre el que se sostendría 
la tarea de diagnóstico y prevención del “extremismo violento”, que coloca a los jóvenes y 
a las instituciones escolares como objetivos centrales de su actividad. Sumado a la falta de 
una definición clara de la noción de “extremismo violento” y de un diagnóstico basado en 
evidencia, vuelve a cualquier individuo y/o colectivo (miembros de organizaciones sociales, 
opositores políticos, adversarios económicos, sindicatos, estudiantes) como susceptibles 

41  “R.A.M. Informe conjunto realizado entre el Ministerio de Seguridad de la Nación y los Gobiernos de las Provincias 
de Río Negro, Neuquén y Chubut”. Ver en línea:https://www.argentina.gob.ar/sites/default/files/informe_ram-_diciem-
bre_2017.pdf
42  http://www.laizquierdadiario.com/Denuncian-penalmente-a-Gendarmeria-por-espionaje-ilegal-a-la-familia-Maldona-
do-y-organismos
43  https://www.elcohetealaluna.com/la-mirona/

https://www.argentina.gob.ar/sites/default/files/informe_ram-_diciembre_2017.pdf
https://www.argentina.gob.ar/sites/default/files/informe_ram-_diciembre_2017.pdf
http://www.laizquierdadiario.com/Denuncian-penalmente-a-Gendarmeria-por-espionaje-ilegal-a-la-familia-Maldonado-y-organismos
http://www.laizquierdadiario.com/Denuncian-penalmente-a-Gendarmeria-por-espionaje-ilegal-a-la-familia-Maldonado-y-organismos
https://www.elcohetealaluna.com/la-mirona/
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de ser identificado como vulnerable a la radicalización. Es dable destacar que esta iniciativa 
se produjo en un contexto de fuerte criminalización de la protesta social por parte del Esta-
do y que no pocas veces fue asociada al “terrorismo”.

La baja actividad que muestra el área en los informes anuales del MPF en 2018 y 2019 no 
permite evaluar la correspondencia con los objetivos planteados en los textos resolutivos. 
De todos modos, se alerta sobre la posibilidad de que tales objetivos excedan la naturaleza 
de las funciones atribuidas al Ministerio Público Fiscal -delineadas por el art. 120 de la CN 
y las leyes 24.946 y 27.148-, asemejándose a tareas de inteligencia vedadas por la norma 
nacional de inteligencia (ley 25.520 y modificatorias). 

En función de estas consideraciones, la CPM solicitó: información circunstanciada respecto 
de los fundamentos, objetivos y acciones desplegadas por la SAIT desde el momento de 
su creación hasta la actualidad, información de todo expediente judicial iniciado por la inter-
vención de la SAIT (número de causa, actas de iniciación de los expedientes, imputados, 
agente fiscal interviniente, juzgado federal o instancia judicial correspondiente, defensoría 
interviniente y todo otro dato que considere pertinente), e información respecto de las accio-
nes desarrollada por la mesa de trabajo interinstitucional integrada por la SAIT, la Agencia 
Federal de Inteligencia, la Dirección Nacional de Inteligencia Criminal del Ministerio de Se-
guridad, la Dirección Nacional de Migraciones y la Dirección de Investigaciones Complejas 
del Ministerio de Seguridad.

4.3. Protocolo de ciberpatrullaje

En abril del 2020 se realizaron observaciones al Protocolo general para la prevención poli-
cial del delito con uso de fuentes digitales abiertas –conocido como ciberpatrullaje- imple-
mentado por el Ministerio de Seguridad de la Nación. 

En este marco se mantuvo una reunión con la Ministra Sabina Frederic y parte de su gabi-
nete, y se realizaron aportes y recomendaciones para la regulación y control de las prácti-
cas de investigación criminal en base a fuentes digitales abiertas (OSINT). Dado el contexto 
mundial emergido por la pandemia de COVID-19, numerosos Estados a nivel mundial han 
recurrido al uso de tecnología de vigilancia para rastrear la propagación del coronavirus y 
al almacenamiento de datos de forma masiva. 

Por tales razones, la CPM entendió pertinente presentar consideraciones e informes referi-
dos a evitar la vigilancia digital masiva y la vulneración de la normativa vigente en materia 
de inteligencia y datos personales, y establecer criterios y principios de actuación claros 
que eviten la discrecionalidad policial y procedimientos de alta intrusividad.

En el protocolo establecido por la cartera de Seguridad, la CPM fue incorporada como 
miembro de la mesa consultiva en base a su rol de Mecanismo de prevención de la tortura y 
otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes. En base a este rol, la CPM requirió 
a los órganos judiciales provinciales y federales con jurisdicción en la provincia de Buenos 
Aires que informen casos en los que se hayan iniciado investigaciones penales en base a 
tareas de observación de fuentes abiertas y/o ciberpatrullaje por parte de fuerzas provincia-
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les como federales. El resultado de dicho relevamiento fue sistematizado y remitido a las 
autoridades ministeriales. 

También se mantuvo una reunión con la Dirección Nacional de Inteligencia Criminal, en la 
que se nos comunicaron las políticas rectoras para el área en esta nueva etapa de gestión. 
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5. DESAFÍOS ACTUALES PARA UNA REFORMA DE 
LA POLÍTICA DE INTELIGENCIA

La fuerte opacidad y secretismo arraigada históricamente en el sistema de inteligencia, exa-
cerbada en la gestión del presidente Mauricio Macri, debe superarse con un debate político 
y social amplio que incorpore estándares democráticos para reformar una de las áreas más 
sensibles del Estado. Una reforma de tales características debiera orientarse a la profesio-
nalización de la actividad de inteligencia criminal, jerarquizando aquellos problemas que 
atentan contra los sectores más vulnerables de la sociedad. No obstante ello, y ante las 
potenciales arbitrariedades y discrecionalidades intrínsecas a las actividades secretas del 
Estado, dicha reforma debe ser estrictamente respetuosa de las garantías constitucionales 
y las obligaciones y estándares internacionales en materia de derechos humanos. Algunos 
de los ejes fundamentales para una reforma estructural del sistema de inteligencia y sus 
subsistemas son:

− Redefinición del sistema de inteligencia nacional y criminal. Establecimiento de 
una norma específica para el sistema de inteligencia nacional44 y el subsistema 
de inteligencia criminal45 basada en sus naturalezas diferenciadas.

− Especificidad de las tareas de investigación criminal46. Dado que la mayor parte 
de las arbitrariedades e ilegalidades en materia de inteligencia ilegal se vislum-
bran en el marco de investigaciones judiciales, debe establecerse también una 
norma específica que regule las facultades investigativas de las fuerzas de segu-
ridad y de los actores judiciales, además de establecer mecanismos de contralor 
apropiados.

− Fortalecimiento de los mecanismos parlamentarios de control. Dotar de recur-
sos y estructura suficiente al control y fiscalización parlamentaria, en base a los 
desafíos actuales. Necesidad de un eficaz control de gastos y administración 
de fondos de todos los organismos de inteligencia y de cada una de las FFAA y 

44  Entendida como las actividades destinadas a indagar, en función de analizar información que pueda aportar resultados 
para contribuir a la protección de bienes jurídicos, de conformidad con la escala de priorización de políticas públicas de 
seguridad y defensa. Esta escala toma en consideración la inmediatez, probabilidad, importancia y consecuencias poten-
ciales de determinadas actividades criminales (Estévez, 2005).
45  Estévez (2005) concibe conceptualmente a la inteligencia criminal como una confluencia entre derecho penal (teoría 
del delito), inteligencia (como actividades secretas del Estado y normadas por el mismo) y seguridad interior (como con-
cepto e instrumentos organizacionales). La inteligencia criminal es “la aplicación de la metodología propia de la actividad 
de inteligencia, fundamentalmente en materia de análisis, a la actividad de seguridad pública, tanto en el nivel estratégico, 
como en el nivel operacional, y en el nivel táctico y de aquellas formas delictivas que por su complejidad, gravedad, reite-
ración y consecuencias no logran ser solucionadas eficazmente por la investigación criminal” (Ugarte, 2012: 83).
46  La investigación criminal, si bien tiene el mismo objetivo que la inteligencia criminal, forma parte del sistema penal y 
está habilitada para la búsqueda de pruebas para el esclarecimiento de un hecho delictual concreto, individualizar a él/los 
autores, y su posterior juzgamiento y sanción. Sus límites no le permiten contener o neutralizar los factores que facilitan la 
reedición, multiplicación o agravamiento de los hechos que produce una organización criminal. Esta diferenciación, desde 
el punto de vista conceptual, es necesaria para alcanzar doctrinas, procedimientos y órganos claramente diferenciados 
(Ugarte, 2014).
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FFSS. Potenciar el contralor de la interceptación de comunicaciones, el control 
de adquisiciones de dispositivos tecnológicos para la vigilancia electrónica y digi-
tal y sus proveedores. La necesidad de una revisión profunda de los acuerdos de 
intercambio de información de inteligencia con otros países y el rol de las fuerzas 
provinciales como parte del subsistema de investigación e inteligencia criminal, 
entre otros grandes desafíos.

− Necesidad de un marco normativo y regulatorio específico para las tareas de 
inteligencia e investigación criminal en la provincia de Buenos Aires. Para ello es 
necesario la creación y/o reactivación de un mecanismo parlamentario de control, 
fiscalización y rendición de cuentas de las áreas de inteligencia e investigación 
criminal de las FFSS y los agentes judiciales.
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